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Exp. 768/2020-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXPEDIENTE: 768/2020/2

	SENTENCIA DEFINITIVA.


	ACTOR: ****** ******** ******** *********.

	DEMANDADAS: DIRECCIÓN DE RECAUDACIÓN Y POLÍTICA FISCAL DE LA SECRETARÍA DE FINANZAS DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ; CONTROLARÍA GENERAL DEL ESTADO; Y TITULAR DEL ORGANO INTERNO DE CONTROL DEL SISTEMA ESTATAL PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LA FAMILIA EN EL ESTADO.

	MAGISTRADA: HEIDY YAZBE RUIZ ALVARADO.

	


San Luis Potosí, San Luis Potosí, a treinta de noviembre de dos mil veintiuno. 

V I S T O S,  para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 768/2020/2, promovido por el C. ***** ******* ******** ********, por propio derecho, quien señaló como autoridades demandadas a la Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí; a la Controlaría General del Estado; y al Titular del Órgano Interno de Control del Sistema Estatal para el Desarrollo Integral de la Familia en el Estado; y, 
R E S U L T A N D O
I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el treinta de octubre de dos mil veinte, el C. ***** ******* ******** ********, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo, en contra de la resolución sancionadora emitida en el expediente EXP-PRA/CI/DIF/001/16, la cual manifestó conocer de su existencia el veintiséis de octubre de dos mil veinte, cuando se realizaron los  actos relacionados con el documento con número de control CT1911008, pero desconociendo su contenido.
II.- Por auto de diez de noviembre de dos mil veinte, se requirió a la parte actora para que dentro del plazo legal previsto, precisara para que aclarara y precisara a la autoridad de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado y señalara de manera precisa los actos administrativos atribuidos a la misma.
III.- Por escrito depositado en el buzón de promociones de término de este Tribunal, el veinte de noviembre de dos mil veinte, la parte actora pretendió desahogar el requerimiento efectuado en el acuerdo señalado en el resultando que antecede, al cual recayó el acuerdo de veinticinco de noviembre de dos mil veinte, mediante el cual se requirió nuevamente al hoy actor para que exhibiera el acto del Director de Recaudación y Política Fiscal, señalado como impugnado y su constancia de notificación.

IV.- Mediante escrito presentado en la oficialía de partes de este Tribunal, el cuatro de diciembre de dos mil veinte, la parte actora atendió el nuevo requerimiento efectuado en el acuerdo señalado en el resultando que antecede y manifestó su imposibilidad para exhibir la constancia de notificación, a lo cual recayó el acuerdo de diecisiete de diciembre de dos mil veinte, a través del cual se dejó sin efectos el apercibimiento respectivo y se admitió a trámite la demanda, ordenándose correr el traslado correspondiente a las autoridades demandadas, para los efectos legales conducentes.
Asimismo, en virtud de que el actor manifestó desconocer el acto administrativo que impugnaba de la Contraloría General del Estado, se requirió a dicha autoridad para que al momento de contestar la demanda exhibiera ante este Tribunal el documento que contuviera el acto administrativo y las documentales que integraran el expediente administrativo formado con motivo de la resolución sancionadora, bajo el apercibimiento respectivo.

V.- Por oficio presentado ante este Tribunal el veintiuno de enero de dos mil veintiuno, el Titular de la Dirección General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado, en representación de la Contraloría General del Estado, formuló su contestación a la demanda y en atención al requerimiento efectuado en el acuerdo de diecisiete de diciembre de dos mil veinte, exhibió copia certificada de todo lo actuado en el procedimiento administrativo de responsabilidades PARA/CI/DIF/001/16, así como copia certificada del oficio CGE/OIC/DIF/308/2019. 
VI.- Mediante oficio depositado en el buzón de promociones de término de este Tribunal, el veinte de enero de dos mil veintiuno, el Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, en representación de la autoridad demandada perteneciente a dicha Secretaría, formuló contestación a la demanda.

VII.- A través del acuerdo de nueve de marzo de dos mil veintiuno, se dio cuenta con los oficios mencionados en los dos resultandos que anteceden, a través de los cuales las autoridades demandadas formularon su contestación a la demanda, teniéndose por contestada la demanda por dichas autoridades; asimismo se tuvieron por admitidas las pruebas documentales ofrecidas por las autoridades señaladas como demandadas por el actor; asimismo en virtud de que de las constancias que contiene el expediente administrativo número PRA/CI/DIF/001/16, se desprendía que la autoridad emisora de la resolución sancionadora fue el Titular del Órgano Interno de Control del Sistema Estatal para el Desarrollo Integral de la Familia en el Estado, por lo cual se ordenó emplazar a juicio como demandada a dicha autoridad; y con las constancias que integran el expediente administrativo que contenía la resolución sancionadora se otorgó el plazo legal a la parte actora para que ampliara su demanda.
IX.- Por oficio presentado ante este Tribunal, el veintidós de abril de dos mil veintiuno, el Titular del Órgano Interno de Control del Sistema Estatal para el Desarrollo Integral de la Familia en el Estado, formuló su contestación a la demanda.
X.- Por escrito depositado en el buzón de promociones de término, el veintitrés de abril de dos mil veintiuno, la parte actora formuló su ampliación a la demanda.
XI.- Mediante acuerdo de ocho de junio de dos mil veintiuno, se dio a conocer a las partes del presente juicio la asignación como Magistrada adscrita a esta Segunda Sala Unitaria, y se tuvo por contestada la demanda por parte del Titular del Órgano Interno de Control del Sistema Estatal para el Desarrollo Integral de la Familia en el Estado, se tuvieron por admitidas las pruebas ofrecidas por la citada autoridad; asimismo se tuvo por ampliada la demanda y se ordenó correr el traslado correspondiente a las autoridades demandadas para que formularan su respectiva contestación dentro del plazo legal previsto.
XII.- Por oficios presentados ante este Tribunal los días veinticuatro y veintinueve de junio de dos mil veintiuno, las autoridades demandadas formularon su contestación a la ampliación a la demanda, y por escrito presentado en este Tribunal el veintiocho de dos mil veintiuno, la parte actora presentó una nueva ampliación a la demanda, por lo que, por acuerdo de once de agosto de dos mil veintiuno, se tuvo por contestada la ampliación a la demanda por parte de las autoridades demandadas y se ordenó correr el traslado correspondiente a la parte actora con los oficios de contestación a la ampliación de demanda, y se admitieron las pruebas ofrecidas por las partes en su ampliación y contestaciones a la misma; y en cuanto al escrito de la parte actora se tuvieron por formuladas las manifestaciones realizadas en dicho escrito y se estableció que resultaba improcedente tener por ampliada la demanda nuevamente.
Finalmente, se fijaron las diez horas del seis de septiembre del presente año, para el desahogo de la audiencia final a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
XIII.- En la fecha y hora señaladas en el resultando anterior se dio inicio a la audiencia final, sin la asistencia de las partes; en el desahogo de la audiencia se dio cuenta con las constancias de autos, posteriormente en la etapa de pruebas se tuvieron por desahogadas las documentales dada su propia y especial naturaleza, posteriormente se hizo constar que no había pruebas pendientes por desahogar; después en la etapa de alegatos se agregaron a los autos el oficio del Titular del Órgano Interno de Control del Sistema Estatal para el Desarrollo Integral de la Familia en el Estado y el escrito de la parte actora, presentados el tres y seis de septiembre de dos mil veintiuno, respectivamente, teniéndose por formulados y cerrándose el periodo correspondiente; finalmente se citó para resolver.
CONSIDERANDO
PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver el presente juicio en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII, y 42 párrafo segundo de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; segundo párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dado que en el caso se trata de una controversia suscitada en contra del mandamiento de ejecución emitido por una autoridad fiscal de la entidad para tratar de hacer efectivo el cobro de la multa administrativa establecida en una diversa resolución sancionadora en materia de responsabilidad administrativa, por el Titular del Órgano Interno de Control del Sistema Estatal para el Desarrollo Integral de la Familia en el Estado, la cual también impugna, autoridades ambas pertenecientes a esta entidad en la cual se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- La existencia de los actos impugnados queda plenamente demostrada con los documentos que corren agregados a folios 817 al 863 del Tomo 3 de la copia certificada del expediente administrativo del que deriva la resolución sancionadora que hicieron suyo como prueba las partes del presente juicio, así como con el mandamiento de ejecución de veintiuno de octubre de dos mil veinte, el cual obra agregado a los autos originales del expediente del juicio en que se actúa, a fojas  21 a 25, mismos que adquieren valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que de conformidad con lo establecido en el artículo 91 del citado Código, se trata de documentos públicos emitidos por autoridades en el ejercicio de sus atribuciones legales. 
TERCERO.- De conformidad con lo establecido en el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.
La parte actora no requiere acreditar su personalidad, en virtud de que comparece por propio derecho, acreditando su interés jurídico en el presente juicio con la copia certificada de la resolución sancionadora emitida el veintinueve de abril de dos mil diecinueve en el expediente PRA/CI/DIF/001/16, en términos de lo dispuesto por el artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, documental que obra agregada de la foja 817 al 863 del Tomo 3 de la copia certificada del expediente administrativo, misma que al ser expedida por una autoridad en ejercicio de sus funciones goza de valor probatorio pleno de conformidad con lo establecido en el artículo 74 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí y por el reconocimiento que de la misma realiza la respectiva autoridad demandada.
La personalidad de las autoridades demandadas, se encuentra debidamente acreditada ante este Tribunal, conforme a lo establecido en el numeral 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado, en razón de que el Director General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado; el Procurador Fiscal de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí; y el Titular del Órgano Interno de Control del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia en el Estado, exhibieron copia certificada de su respectivo nombramiento, documentos que obran agregados a fojas 040, 058 y 087 del expediente en que se actúa, mismos que gozan de valor probatorio pleno de conformidad con lo establecido en el artículo 74 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
CUARTO.- La litis planteada en el presente juicio consiste en determinar si la resolución sancionadora de veintinueve de abril de dos mil diecinueve, dictada en los autos del procedimiento de responsabilidad administrativa número PRA/CI/DIF/001/16, del índice del Órgano Interno de Control  del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia en el Estado, fue emitida de manera legal o ilegal y en su caso determinar la legalidad o ilegalidad del consecuente mandamiento de ejecución con que se pretendió hacer efectivo el cobro de la sanción impuesta en aquella resolución.
QUINTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio, y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
De las constancias que obran en autos y en particular de la contestación de demanda formulada por el Director General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado, esta Sala Unitaria considera que en la especie se actualiza la hipótesis prevista en la fracción XI, del artículo 228 en relación con la fracción VIII, del artículo 229, ambos del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en razón de que la parte actora demandó a la Contraloría General del Estado, como parte del presente juicio y la misma no se encuentra dentro del supuesto contenido en el artículo 230, fracción  II, inciso a), del Código Procesal Administrativo para el Estado de San  Luis Potosí, lo anterior conforme lo que a continuación se expone:

La fracción XI del artículo 228 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, establece expresamente lo siguiente:

“ARTÍCULO 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos:

(…)


XI. En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de este Código o de cualquiera otra de naturaleza fiscal o administrativa…”

Asimismo, la fracción VIII del artículo 229 del mismo ordenamiento en cita establece:

“ARTÍCULO 229. Procede el sobreseimiento del juicio:

(…)

VIII. En los demás casos en los que por disposición legal exista impedimento para emitir resoluciones en cuanto al fondo...”

De los preceptos anteriormente transcritos se desprende que el juicio ante el Tribunal es improcedente en los casos en que dicha improcedencia resulte de alguna disposición del Código Procesal en cita o de cualquier otra de naturaleza fiscal o administrativa, asimismo se desprende que procede el sobreseimiento en los casos en los que por disposición legal exista un impedimento para emitir resolución en cuanto al fondo.

Ahora bien, la fracción II, inciso a), del artículo 230 del mencionado Código establece:

“ARTÍCULO 230. Son partes en el juicio contencioso administrativo:

(…)

II. El demandado, teniendo este carácter: 

a) Tanto la autoridad ordenadora como la ejecutora de los actos impugnados y, en su caso, aquéllas que las sustituyan, así como los organismos públicos descentralizados de la administración pública estatal o municipal…”

De la parte correspondiente del precepto transcrito se desprende que son partes en el juicio contencioso administrativo, entre otras, el demandado, a quien se considera con dicho carácter por su calidad de autoridad ordenadora o de ejecutora de los actos impugnados y en dado caso aquellas que las sustituyan.

De lo anteriormente expuesto y de las constancias que obran en autos, esta Segunda Sala Unitaria advierte que, los actos impugnados de manera destacada por el hoy actor y aportados como prueba en el presente juicio por el mismo y por la autoridad señalada como demandada –Contraloría General del Estado- quien lo exhibió a fin de cumplimentar el requerimiento efectuado por esta Sala Unitaria, consistentes en el mandamiento de ejecución de veintiuno de octubre de dos mil veinte, emitido por el Director de Recaudación y Política Fiscal, de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado; y la resolución sancionadora de veintinueve de abril de dos mil diecinueve, dictada dentro del expediente PARA/CI/DIF/001/16, mediante la cual el Titular del Órgano Interno de Control del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia en el Estado, impuso a cargo del hoy actor una inhabilitación por diez años para desempeñar cargos comisiones dentro del servicio público, así como una multa en cantidad de $2´657,765.22 (dos millones seiscientos cincuenta y siete mil, setecientos sesenta y cinco pesos 22/100 M.N), fueron signados por el Director de Recaudación y Política Fiscal, de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, y, por el Titular del Órgano Interno de Control del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia en el Estado.                                                               

Por tanto, es concluyente que la Contraloría General del Estado, como institución no puede tener el carácter de autoridad demandada en el presente juicio, pues no tuvo calidad de ordenadora ni ejecutora del acto impugnado, y toda vez que no hay acto realizado como tal por su parte que encuadre en alguno de los supuestos previstos en el artículo 7° de la Ley Orgánica de este Tribunal, ni tampoco de las constancias de autos se desprende que ésta intervenga como sustituta en la emisión o ejecución del acto controvertido, con fundamento en lo dispuesto en la fracción XI del artículo 228 en relación con lo dispuesto en la fracción VIII del artículo 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se sobresee de oficio el presente juicio respecto de la Contraloría General del Estado, lo anterior no obstante que como se ha dicho la resolución sancionadora fue emitida por el Titular del Órgano Interno de Control del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia en el Estado, por quién en la presente sentencia esta Sala Unitaria procederá a resolver el presente juicio.

Por su parte el Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, al formular su contestación a la demanda en representación del Director de Recaudación y Política Fiscal de la citada Secretaría, invocó como causal de improcedencia y sobreseimiento la hipótesis prevista en la fracción V del artículo 47 de la Ley de Justicia Fiscal y Administrativa del Estado de San Luis Potosí (sic), al señalar que el acto impugnado no es un acto propio de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado.
A juicio de esta Sala Unitaria, la causal de improcedencia y sobreseimiento invocada por el Procurador Fiscal resulta infundada, en razón de la parte actora señaló como acto impugnado del Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, la emisión del mandamiento de ejecución de veintiuno de octubre de dos mil veinte, que contiene el acta de requerimiento de pago y acta de embargo, dirigido al hoy actor, mismo que el propio actor exhibió adjunto a su escrito presentado ante este Tribunal el cuatro de diciembre de dos mil veinte, y respecto del cual se admitió a trámite la demanda como se advierte del acuerdo de diecisiete de diciembre de dos mil veinte.

Acuerdo descrito con anterioridad que no fue recurrido por la citada autoridad demandada, lo cual hace evidente que el acto impugnado de dicha autoridad perteneciente a la Secretaría de Finanzas, existe y se pretendió ejecutar por dicha autoridad, razón por la cual se considera infundada la causal de improcedencia invocada por el Procurador Fiscal.
Por su parte el Titular del Órgano Interno de Control del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia en el Estado, al formular su contestación a la ampliación de demanda, opuso las excepciones de falsedad al indicar que: el procedimiento de responsabilidad administrativa no tuvo origen en un enriquecimiento ilícito; inexistencia de duplicidad de procesos, ni de doble sanción al hoy actor; en virtud de que no se violó lo dispuesto en los artículos 75 y 76 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, al haberse observado los requisitos ahí señalados; y respecto a la prescripción de las facultades para imponer sanciones ya que las mismas prescriben en el término de diez años, a juicio de esta Sala Unitaria las excepciones que hace valer la citada autoridad demandada constituyen parte del análisis que se haga del fondo del asunto, máxime que los argumentos formulados por la actora en su demanda y ampliación a la misma, no pueden ser calificados y en su caso, desestimados a priori hasta no estudiar la cuestión litigiosa en el fondo, pues de lo contrario se contravendría la garantía de tutela judicial efectiva consagrada en el artículo 17 de la Constitución Federal; por tanto los argumentos de la autoridad demandada resultan inatendibles en este momento procesal.

Sirve de apoyo el criterio contenido en la tesis de jurisprudencia que aunque se refiere al juicio de amparo, es aplicable al caso por analogía, visible en la Tesis con No. Registro: 187,973, Jurisprudencia Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que a la letra dice: 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse.”

SEXTO.-  Los conceptos de impugnación que planteó la parte actora en su escrito de ampliación de demanda se localizan de la foja 92 a la 128 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos, sin que resulte necesario realizar una transcripción de los mismos.
Al respecto, es aplicable de manera análoga la Tesis de Jurisprudencia 58/2010, aprobada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el doce de mayo de dos mil diez, visible conforme a los datos y rubro siguientes: 
Novena Época, Registro: 164618, Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencias, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 58/2010, Página: 830.

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.” 

Contradicción de tesis 50/2010. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Segundo del Noveno Circuito, Primero en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Séptimo Circuito y Segundo en Materias Penal y Administrativa del Vigésimo Primer Circuito. 21 de abril de 2010. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretario: Arnulfo Moreno Flores.

SÉPTIMO.- Por cuestión de orden y en términos de lo establecido en la fracción III del artículo 236 del Código  Procesal Administrativo para el Estado, esta Juzgadora procede al estudio de los argumentos hechos valer por el demandante en su escrito de ampliación a la demanda, en los que alega que la resolución sancionadora de veintinueve de abril de dos mil diecinueve, que manifestó desconocer, fue ilegalmente notificada, en relación con las constancias de notificación que constan en copia certificada dentro del expediente administrativo PRA/CI/DIF/001/16, aportado a fin de desahogar el requerimiento efectuado en el acuerdo de admisión de demanda y hechas suyas por la autoridad demandada emisora de la citada resolución al contestar la demanda.
El hoy actor en su ampliación a la demanda alega medularmente que la constancia de notificación de ocho de mayo de dos mil diecinueve, que tiene como sustento las actas de seis y siete de mayo del mismo año, así como el acuerdo recaído a las mismas y la certificación correspondiente resulta ilegal.
Lo anterior en razón de que, el domicilio señalado para oír y recibir notificaciones mediante escrito de dieciocho de octubre de dos mil dieciséis, se debió entender por la demandada como un domicilio revocado implícitamente con la revocación del poder general para pleitos y cobranzas otorgado al Licenciado ***** ******* ******** ********, dada a conocer el Órgano demandado el veintiocho de noviembre de dos mil dieciséis.
Asimismo, que la notificación de la resolución impugnada infringe las reglas previstas para las notificaciones establecidas en el Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí, aplicables de manera supletoria a la Ley de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.
Que existía domicilio señalado por el particular en el expediente administrativo por lo cual resulta totalmente ilegal la notificación por Estrados y ésta sólo se puede llevar a cabo cuando no se haya señalado domicilio.

Por su parte la autoridad demandada, defiende la legal notificación por estrados, señalando que se pretendió notificar en el domicilio señalado en la primer comparecencia del hoy actor, y que el domicilio se encontraba deshabitado (sic), por lo cual el notificador procedió a constituirse en el domicilio donde se llevó a cabo el emplazamiento del presunto responsable hoy actor y al no poder llevar a cabo la notificación por las razones asentadas en el acta de siete de mayo de dos mil diecinueve, procedió a notificar con fundamento en el artículo 108 del Código de Procedimientos Civiles del Estado.

Una vez analizados los argumentos de las partes esta Juzgadora considera que la notificación realizada por estrados en las oficinas de la autoridad demandada resulta ilegal, en razón de las siguientes consideraciones de hecho y de derecho:
El artículo 115 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, establece:

“ARTICULO 115. En todo lo concerniente al procedimiento no previsto en los títulos Tercero, Cuarto y Quinto de esta Ley, así como en la valoración de las pruebas, se aplicará lo dispuesto en el Código de Procedimientos Civiles del Estado.

Del artículo antes transcrito se desprende que en lo concerniente al procedimiento no previsto en los Títulos Tercero, Cuarto y Quinto de la Ley en cita, así como la valoración de pruebas será aplicable lo dispuesto en el Código de Procedimientos Civiles del Estado.

En tanto, del capítulo V denominado de las notificaciones del Código de Procedimientos Civiles del Estado, se desprenden las reglas previstas para realizar las notificaciones, por lo cual es conveniente tomar en cuenta lo establecido en los artículos 106, 107, 108, 109 y 111, que literalmente establecen:
“ART. 106.- Las notificaciones se harán, personalmente; por cédula; por lista de acuerdos en los términos de los artículos 117 a 122; por edictos; por correo; por telégrafo; por correo electrónico; o por cualquier otro medio que los avances tecnológicos permitan su control y registro, de acuerdo con lo que se dispone en los artículos siguientes.

Para las notificaciones por correo electrónico, o a aquellas que se realicen por cualquier medio que los avances tecnológicos permitan su control y registro, se estará a lo dispuesto por el Reglamento que para el efecto expida el Consejo de la Judicatura.”

(REFORMADO, P.O. 5 DE SEPTIEMBRE DE 2015)

“ART. 107.- Las partes, litigantes, peritos, terceros interesados o quienes intervengan con el carácter de tutores, curadores, apoderados o mandatarios en un procedimiento judicial, en el primer escrito o en la primera diligencia judicial en que intervengan, deberán designar casa ubicada en la ciudad en que resida el juzgado o tribunal que conozca del juicio, para que se les hagan las notificaciones y se practiquen las diligencias que sean necesarias.

Igualmente deben designar la casa en que ha de hacerse la primera notificación a la persona o personas contra quienes promuevan; señalando en ambos casos, el nombre oficial de la calle; las calles entre las que se ubica el domicilio; la numeración oficial que le corresponda; la zona, colonia o fraccionamiento; así como el código postal, de conformidad con las asignaciones del Servicio Postal Mexicano.

Cuando no se cumpla con lo prevenido en la primera parte de este artículo, las notificaciones, aun las que, conforme a las reglas generales, deban hacerse personalmente, se le harán por estrados, si faltare a la segunda parte no se hará notificación alguna a la persona contra quien promueva hasta que se subsane la omisión.

Igualmente, las partes podrán autorizar que a través del correo electrónico, se les realicen notificaciones, aún las de carácter personal, ordenadas con posterioridad a la fecha en que se otorgue este tipo de autorización, generándose en cada diligencia electrónica, un registro que contendrá folio, juzgado, expediente, fecha y hora de cada notificación, el cual será agregado a los autos y al sistema de captura de información y se tendrá por legalmente practicada la notificación hecha por este medio, surtiendo sus efectos en los términos previstos por los artículos, 117, y 121, de este Código.

Se excluye de la anterior forma de notificación el emplazamiento a juicio y las demás que el juez así lo considere conveniente.”

“ART. 108.- Entretanto que un litigante no hiciere nueva designación de la casa en donde se practiquen las diligencias y se hagan las notificaciones, seguirán haciéndosele en la que para ello hubiere designado y las diligencias en que debiere tener intervención se practicarán en los estrados del juzgado.”
(REFORMADO, P.O. 5 DE SEPTIEMBRE DE 2015)

“ART. 109.- Será notificado personalmente en el domicilio señalado por los mencionados en el primer párrafo del artículo 107:

I. El emplazamiento del demandado y siempre que se trate de la primera notificación en el juicio, aun tratándose de diligencias preparatorias;
II. La primera resolución que se dicte cuando se dejare de actuar por más de seis meses por cualquier motivo;
III. Las sentencias definitivas o aquéllas que pongan fin al procedimiento, y

IV. Cuando se trate de casos urgentes o cuando la ley lo ordene, o el juez fundada y motivadamente, así lo determine.
Las demás resoluciones, se notificarán a las partes por lista en los estrados del juzgado y en la página de internet del Poder Judicial del Estado.

La publicación de listas de acuerdos en internet, sólo tendrán carácter informativo, siendo la publicación en los estrados del Juzgado o Sala, la que dé validez a las notificaciones, dado que esa publicación es solo con el propósito de dar publicidad a las listas de acuerdos, pero no exime a las partes y sus representantes de acudir al órgano jurisdiccional para consultar las listas de acuerdos.”
(REFORMADO, P.O. 5 DE SEPTIEMBRE DE 2015)

“ART. 111.- La primera notificación se hará personalmente al interesado o a su representante o procurador en la casa designada; y no encontrándolo el notificador, cerciorado de que allí vive, le dejará cédula en el que hará constar la fecha y hora en que lo entregue, el nombre y apellido del promovente, el juez o tribunal que mande practicar la diligencia, la determinación que se mande notificar y el nombre y apellido de la persona a quien se entregue, recogiéndole la firma en la copia de la cédula o asentar la causa por la cual el interesado se niegue a firmar.

Tratándose de la primera notificación al actor, o de aquellas distintas al emplazamiento; tratándose del demandado, tutores, curadores, apoderados o mandatarios en un procedimiento judicial, peritos, o el llamado a juicio de terceros, en caso de que el inmueble designado se encuentre cerrado o la persona con quien se entiende la diligencia se niegue a recibir la notificación, el funcionario que practique la diligencia, fijará la cédula en la puerta principal del inmueble, de todo lo cual asentará razón en autos.

De lo dispuesto en los artículos antes transcritos se desprende que se encuentra legalmente establecido que las notificaciones se harán de manera personal, por cédula, por lista de acuerdos en términos de lo establecido en los artículos 117 a 122 del citado Código de Procedimientos, por edictos, por correo, por telégrafo, por correo electrónico, o por cualquier medio que los avances tecnológicos permitan su control y registro.
Luego, de lo dispuesto en el artículo 107 antes transcrito se desprende que las partes, litigantes, peritos, terceros interesados o quienes intervengan con el carácter de tutores, curadores, apoderados o mandatarios en un procedimiento judicial, en el primer escrito o en la primera diligencia judicial en que intervengan, deberán designar casa ubicada en la ciudad en que resida el juzgado o tribunal que conozca del juicio, para que se les hagan las notificaciones y se practiquen las diligencias que sean necesarias.
Asimismo se desprende que igualmente deben designar la casa en que ha de hacerse la primera notificación a la persona o personas contra quienes promuevan; señalando en ambos casos, el nombre oficial de la calle; las calles entre las que se ubica el domicilio; la numeración oficial que le corresponda; la zona, colonia o fraccionamiento; así como el código postal, de conformidad con las asignaciones del Servicio Postal Mexicano.

Que cuando no se cumpla con lo prevenido en la primera parte del artículo –designar casa ubicada en la ciudad de residencia del juzgado (autoridad)-, las notificaciones, aun las que, conforme a las reglas generales, deban hacerse personalmente, se le harán por estrados, y, si se faltare a la segunda parte del mencionado artículo no se hará notificación alguna a la persona contra quien se promueva hasta que se subsane la omisión.

También se desprende de dicho artículo la posibilidad de las partes de autorizar se les realicen notificaciones, aún las de carácter personal, ordenadas con posterioridad a la fecha en que se otorgue la autorización, pero excluyéndose a dicha forma de notificación el emplazamiento y las demás que el juez considere conveniente.

De lo dispuesto en el artículo 108 del Código de Procedimiento Civiles antes transcrito se desprende que, entre tanto que un litigante no hiciere una nueva designación de la casa en donde se practiquen las diligencias y se hagan las notificaciones, seguirán haciéndosele en la que para ello se hubiere designado y las diligencias en que debiere tener intervención se practicaran en los estrados del juzgado (autoridad).

Ahora bien, conforme a lo dispuesto en el artículo 109, previamente transcrito, se advierte cuales son las actuaciones que serán notificadas personalmente en el domicilio señalado por quienes menciona el primer párrafo del artículo 107 de Código de Procedimientos Civiles del Estado, tales como:
1. El emplazamiento del demandado y siempre que se trate de  la primera notificación en el juicio, aún tratándose de diligencias preparatorias.

2. La primer resolución que se dicte cuando se dejare de actuar por más de seis meses por cualquier motivo.

3. Las sentencias definitivas o aquellas que pongan fin al procedimiento.

4. Cuando se trate de caso urgentes o cuando la ley lo ordene, o el juez fundada y motivadamente así lo determine.

Asimismo, se desprende del mencionado artículo que las demás o restantes resoluciones serán notificadas por lista en los estrados del juzgado y en la página de internet del Poder Judicial del Estado, siendo la publicación en los estrados la que dé validez a las respectivas notificaciones.

Por su parte, el diverso artículo 111, del multicitado Código, establece que la primer notificación se hará personalmente al interesado o a su representante o procurador en la casa designada, y no encontrándolo el notificador, cerciorado de que allí vive, le dejará cédula en que hará constar fecha y hora en que lo entregó, nombre y apellido del promovente, el juez o tribunal que mande practicar la diligencia, la determinación que se mande notificar y el nombre y apellido de la persona a quien se entregue, recogiendo de la misma firma en la copia de la cédula o asentar la causa por la cual el interesado se niegue a firmar.

Asimismo, se advierte de su segundo párrafo que, tratándose de la primera notificación al actor, o de aquellas distintas al emplazamiento; tratándose del demandado, tutores curadores, apoderados o mandatarios en un procedimiento judicial, peritos, o el llamado a juicio de terceros, en caso de que el inmueble designado se encuentre cerrado o la persona con quien se entiende la diligencia se niegue a recibir la notificación, el funcionario que practique la diligencia, fijará la cédula en la puerta principal del inmueble, de todo lo cual asentará razón en autos.

Ahora bien, de los autos que en copia certificada del expediente administrativo ofreció como prueba la autoridad demandada, se desprende que, como la propia enjuiciada lo afirma, el hoy actor compareció por escrito presentado en el procedimiento el veintiocho de septiembre de dos mil dieciséis, en el cual, entre otras cosas, señaló domicilio para oír y recibir notificaciones, señalando a diversas personas como autorizadas para oír y recibirlas, cumpliendo así con la obligación establecida en el primer párrafo del artículo 107 del Código de Procedimientos Civiles del Estado, como parte del procedimiento sancionador de señalar de designar casa ubicada en la ciudad en que reside la autoridad para que se hicieran las notificaciones necesarias.
En tanto, de una revisión exhaustiva a las constancias exhibidas en copia certificada que componen el expediente administrativo PRA/CI/DIF/001/16, esta Juzgadora precisa que de ningún modo se desprende manifestación expresa del hoy actor de revocar el señalamiento del mencionado domicilio para oír y recibir notificaciones, de ahí que, por un lado resulte incorrecto el alegato del actor al señalar que por la revocación del mandato conferido al abogado autorizado para oír y recibir notificaciones a través del citado escrito presentado el veintiocho de septiembre de dos mil dieciséis, se debe entender implícita la revocación del domicilio para oír y recibir notificaciones.
La consideración anterior encuentra justificación en lo dispuesto en el artículo 108 del Código de Procedimientos  Civiles del Estado, que establece que mientras tanto no se haga una nueva designación de la casa en donde se practiquen diligencias y se hagan las notificaciones, éstas últimas seguirán haciéndose a la parte correspondiente en la que hubiere designado para ello.

Es decir, aun y cuando no se comparte la idea del actor de que la revocación de mandato llevaba implícita la revocación del domicilio señalado para oír y recibir notificaciones, y siendo el caso sin conceder, debe aclararse que conforme lo dispone el artículo 108 del multicitado Código, debió mediar expresamente una nueva designación de domicilio para que las notificaciones no siguieran haciéndosele en el que designó en el escrito de veintiocho de septiembre de dos mil dieciséis, el cual se ubica en la calle de ***** ******* ******** ******** ******* ******** ********** ******* ******** ********.
Enseguida, es preciso indicar que no obstante lo parcialmente incorrecto del argumento del actor, debe decirse que de sus argumentos de disenso se deduce que los hechos en que consta como se adolece de la notificacion, resulta obvio que es obligatorio analizar si se siguió el procedimiento establecido para llevar a cabo la notificación de la resolución sancionadora. 

En ese orden, resulta evidente que el acto del que se analiza la legalidad de su notificación constituye una actuación que pone fin al procedimiento administrativo sancionador con número de expediente PRA/CI/DIF/001/16, de ahí se considere que a la misma le correspondía ser notificada de manera personal al ex servidor público hoy actor.
Luego, conforme lo dispone el segundo párrafo del artículo 111, del multicitado Código, cuando se trate de las notificaciones distintas al emplazamiento, tratándose del demandado –sujeto a procedimiento (como en el caso acontece)-, en caso de que el inmueble se encuentre cerrado o la persona con quien se entendió la diligencia se hubiere negado a recibir la notificación, el funcionario que practique la diligencia estará constreñido a fijar la cédula en la puerta principal del inmueble, de todo lo cual deberá asentar razón en autos.

En esas consideraciones, y conforme fue analizado con anterioridad, esta Juzgadora estima inconcuso que la notificación de la resolución sancionadora impugnada en el presente juicio resultó ilegal, en razón de que, conforme a las constancias que componen el expediente en que se actúa se desprende que la autoridad demandada procedió inicialmente a pretender notificar dicha resolución de manera personal en el único domicilio señalado para oír y recibir notificaciones por parte del ex servidor público, sin embargo, al encontrar cerrado el domicilio, el funcionario actuante se limitó a levantar el acta circunstanciada el día seis de mayo de dos mil diecinueve, en la que hizo constar que se constituyó en dicho domicilio pero que después de tocar por un espacio de diez minutos sin que nadie saliera, se retiró tomando fotografías del lugar para anexarlas a su razón.

Es decir, en vez de proceder como legalmente lo establece el artículo 111, párrafo segundo del Código de Procedimientos Civiles del Estado, fijando cédula en la puerta principal del inmueble, y asentando razón en autos de lo actuado, determinó de motu proprio, reiterarse para posteriormente, el día siete de mayo de dos mil diecinueve, acudir a pretender notificar de manera personal al ex servidor público de la resolución impugnada, en un domicilio jamás señalado por el ahora actor, en aquel procedimiento, para oír y recibir notificaciones, el cual únicamente fue habilitado para el efecto del emplazamiento al procedimiento mediante la actuación dictada por la autoridad demandada el trece de diciembre de dos mil dieciséis, lo cual, se estima totalmente incorrecto, dado que la regla del emplazamiento no opera a la notificación que se analiza, ni aún cuando la autoridad demandada estime que la actora convalida que se pretendiera realizar en el último domicilio en mención.
Así como tampoco que, en el caso pudiere operar la notificación por estrados prevista en los artículos 117 y 120 del Código de Procedimientos Civiles, en razón de que no se actualizan las hipótesis para ello previstas.

Por las anteriores consideraciones, se estima concluyente que la notificación realizada por estrados el ocho de mayo de dos mil diecinueve, resultó ilegal y por ende no puede surtir efecto legal alguno, y en esas consideraciones con fundamento en lo dispuesto en la fracción III inciso a) del artículo 236 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tiene al hoy actor como sabedor del contenido de la resolución sancionadora impugnada, el día nueve de abril de dos mil veintiuno, fecha en que se entregaron las copias de traslado al actor, por conducto de su abogado autorizado, de entre las que destaca la resolución sancionadora impugnada, lo cual se advierte de la constancia que obra agregada a foja 70 del expediente principal del juicio en que se actúa y consecuentemente devienen infundadas las excepciones de falsedad aludidas por la demandada en su contestación a la demanda.
 Por consiguiente, de conformidad con lo dispuesto en el artículo, fracción e inciso señalados en el párrafo que antecede, esta juzgadora procede al estudio de los conceptos de impugnación hechos valer por el actor en su ampliación a la demanda, en contra de la resolución sancionadora impugnada.

 En ese sentido, por cuestión de orden y método procesal y en atención al principio de mayor beneficio, se procede al estudio del tercer concepto de impugnación de la ampliación a la demanda, en el que medularmente el actor alega que la resolución sancionadora impugnada es ilegal porque viola lo dispuesto en los artículos 81 y 82 fracción II, ambos de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, en relación con los artículos 14 y 16 constitucionales, y al haber emitido la autoridad demandada la citada resolución fuera del plazo de quince días hábiles una vez concluida la audiencia de ley en franca violación a lo establecido en los citados numerales de la Ley, se actualizó la figura de la prescripción y por tanto de las facultades sancionadoras de la autoridad demandada. 

En apoyo a sus argumentos cita el criterio jurisprudencial del pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación número P./J31/2018 (10ª), de rubro “RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. LA CONSECUENCIA DE QUE LA AUTORIDAD NO RESUELVA EL PROCEDIMIENTO RESPECTIVO EN EL PLAZO PREVISTO POR EL ARTÍCULO 21, FRACCIÓN III, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA (ABROGADA), ES LA PRESCRIPCIÓN DE SU FACULTAD PUNITIVA Y NO LA CADUCIDAD DE DICHO PROCEDIMIENTO POR INACTIVIDAD PROCESAL.”

Por su parte la autoridad demandada al formular su contestación a la ampliación a la demanda, adujo que no le asiste la razón al actor y que la jurisprudencia que invoca resulta inaplicable, en virtud de que, si bien el plazo establecido para el dictado de la resolución es de quince días posteriores a la celebración de la audiencia, también es cierto que, las facultades para imponer sanciones en el caso particular se compone del plazo de diez años, conforme a lo dispuesto en la fracción II del artículo 81 de la Ley de Responsabilidades de mérito, el cual en el caso no ha transcurrido.
Una vez analizadas las constancias que obran en el expediente y los argumentos de las partes en torno al concepto de impugnación antes sintetizado, esta Sala Unitaria estima infundado el mencionado concepto, con base en las consideraciones siguientes:

El argumento de la parte actora tiene soporte en la acreditación de que la autoridad demandada infringió lo dispuesto en la fracción II del artículo 82, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí actualmente abrogada, que establece que concluida la audiencia, la autoridad resolverá dentro de los quince días hábiles siguientes, determinando la inexistencia de responsabilidad o imponiendo al infractor las sanciones administrativas correspondientes, a lo cual, a su dicho al no cumplir con dicha obligación dentro de dicho plazo resulta aplicable como sanción legal por incumplimiento a tal disposición la prescripción de las facultades punitivas de la autoridad.
En ese sentido, se advierten de las constancias de autos los siguientes elementos necesarios para analizar el argumento del actor:

1. Los hechos que se atribuyen como conducta sancionable al hoy actor son los pagos realizados por concepto de liquidación realizados a diverso funcionarios del Sistema Integral para el Desarrollo de la Familia, entre el seis de julio de dos mil quince, fecha en que se inició con los distintos pagos, y el veinticuatro de septiembre del mismo año, fecha en que se concluyó con el pago a los funcionarios según se desprende de las copias certificadas de los cheques que obran entre las fojas 128 a 192 del expediente administrativo que en copia certificada se exhibió en el presente asunto.
2. El catorce de julio de dos mil dieciséis, se dictó el acuerdo de inicio del procedimiento administrativo sancionador y se ordenó citar a la audiencia respectiva al hoy actor.
3. El veintidós de septiembre de dos mil diecisiete, se notificó al hoy actor del inicio del procedimiento administrativo sancionador y se le citó para que compareciera a la audiencia respectiva.

4. El diez de octubre de dos mil diecisiete, se celebró la audiencia en el procedimiento administrativo sancionador que nos atañe, sin la asistencia del presunto responsable.
5. El veintinueve de abril de dos mil diecinueve, la autoridad demandada dictó la resolución sancionadora hoy impugnada.

6. Conforme a lo establecido en la parte inicial del presente considerando de esta resolución, se tuvo como sabedor legalmente de dicha resolución al hoy actor el nueve de abril de dos mil veintiuno.
Conforme a los antecedentes antes expuestos, es evidente para esta Sala Unitaria que entre la fecha de celebración y cierre de la audiencia del procedimiento administrativo sancionador -diez de octubre de dos mil diecisiete-, y la fecha en que se dictó la resolución sancionadora que concluyó dicho procedimiento, transcurrieron en exceso más de quince días hábiles (dieciocho meses calendario y diecinueve días naturales), lo cual evidencia que la resolución se dictó fuera del plazo de quince días hábiles, previsto en la fracción II del artículo 82 de la Ley de Responsabilidades de mérito, el cual transcurrió, en el caso, entre el once de octubre de dos mil diecisiete y el tres de noviembre de dicho año, sin contar los días doce de octubre y uno y dos de noviembre, en razón de haber sido inhábiles, así como los días sábados y domingos entre el catorce y veintiocho de octubre de la citada anualidad por ser inhábiles conforme a la Ley Federal del Trabajo.
Ahora bien, no obstante la irregularidad advertida con anterioridad esta Sala Unitaria estima que no se configura la prescripción de las facultades punitivas de la autoridad demandada, en virtud de que el hecho de que la resolución sancionadora se haya dictado fuera del plazo legal previsto para tal efecto en el artículo 82 fracción II de la Ley de Responsabilidades de mérito, pues dicha irregularidad no resulta sancionable por prescripción, como lo alega el accionante, en razón de lo siguiente:
En la ejecutoria que resuelve la contradicción de tesis número 361/2016, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación estableció, entre otras cosas, lo siguiente:

“…QUINTO.—Consideraciones y fundamentos. De manera previa, debe destacarse que si bien la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, se abrogó el dieciocho de julio de dos mil diecisiete y entró en vigor al día siguiente la nueva Ley General de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos –artículos primero y tercero transitorios del Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el dieciocho de julio de dos mil dieciséis–(13) lo cierto es que es necesario resolver el presente punto de discrepancia, toda vez que todos los procedimientos sancionatorios iniciados durante la vigencia de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, seguirán tramitados y concluirán conforme a las disposiciones de dicho ordenamiento legal.


Precisado lo anterior, el Tribunal Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que debe prevalecer con el carácter de jurisprudencia, el criterio que se sustenta en la presente resolución tomando en cuenta las siguientes consideraciones.


En primer término, se debe establecer que los principios de seguridad y certeza jurídica establecidos en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos significan que la situación jurídica de las personas no será afectada más que por los procedimientos regulares establecidos en la ley, en esa tesitura, los referidos principios deben entenderse en el sentido de que los procedimientos emitidos por las autoridades deben contener los elementos mínimos para que la autoridad no incurra en arbitrariedades, lo cual no de manera alguna significa que la ley deba de señalar de manera especial y precisa un procedimiento para regular cada una de las relaciones que se entablen entre las autoridades y los particulares, de esta manera, se ha señalado que para respetar los principios de seguridad y certeza jurídica el legislador debe fijar en las leyes ordinarias las formalidades y términos conforme a los cuales la autoridad administrativa debe actuar.

Al efecto, se debe destacar que el procedimiento de responsabilidad administrativa es de pronunciamiento forzoso, toda vez que su materia la constituye una conducta u omisión respecto de la cual existe un especial interés de la colectividad en que dichas infracciones no queden impunes y se determine con plena certeza si esa conducta u omisión resulta o no contraria a los deberes y obligaciones que rigen el servicio público; en otras palabras, el referido procedimiento tiene por objeto asegurar la óptima prestación del servicio público, de tal manera que éste corresponda a los intereses de la comunidad, pudiendo concluir sobre la inexistencia de responsabilidad o imponiendo la sanción administrativa que corresponda, determinando con exactitud si el servidor público cumplió o no 
con los deberes y obligaciones inherentes a su cargo.(14)


Bajo esta perspectiva, atendiendo a la naturaleza sancionadora del procedimiento de responsabilidad administrativa, resultaría inadmisible que la potestad para imponer sanciones administrativas no estuviere sujeta a limitación temporal alguna, pues ello podría dar lugar a la arbitrariedad en la prosecución de los hechos sancionables, generando con ello incertidumbre entre los servidores públicos ante la posibilidad de que pudieran imponérseles sanciones en cualquier momento futuro.


En ese sentido, es importante para el Estado como para la ciudadanía que se defina la situación jurídica de aquellos servidores públicos que son sujetos de algún procedimiento de responsabilidad administrativa, ya que a través de éstos se busca proteger y preservar los intereses públicos fundamentales de legalidad, lealtad, honradez, imparcialidad y eficiencia, que deben observarse en el ejercicio de la función pública, principios rectores previstos en el artículo 109, fracción III, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.(15)

Ahora bien, el artículo 21, fracción III, de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas, materia de la presente contradicción señala lo siguiente:

"Articulo 21. La Secretaría, el contralor interno o el titular del área de responsabilidades impondrán las sanciones administrativas a que se refiere este Capítulo mediante el siguiente procedimiento:

"I. ...

"II. ...


"III. Desahogadas las pruebas que fueren admitidas, la Secretaría, el contralor interno o el titular del área de responsabilidades resolverán dentro de los cuarenta y cinco días hábiles siguientes sobre la inexistencia de responsabilidad o impondrá al infractor las sanciones administrativas correspondientes y le notificará la resolución en un plazo no mayor de diez días hábiles. Dicha resolución, en su caso, se notificará para los efectos de su ejecución al jefe inmediato o al titular de la dependencia o entidad, según corresponda, en un plazo no mayor de diez días hábiles.

"La secretaría, el contralor interno o el titular del área de responsabilidades podrán ampliar el plazo para dictar la resolución a que se refiere el párrafo anterior, por única vez, hasta por cuarenta y cinco días hábiles, cuando exista causa justificada a juicio de las propias autoridades."


De la porción normativa reproducida se advierte que una vez que ya se hayan desahogado las pruebas admitidas, la autoridad sancionadora deberá resolver sobre la existencia o inexistencia de una conducta u omisión que amerite una sanción dentro de los cuarenta y cinco días hábiles siguientes, la que se notificará en un plazo no mayor de diez días hábiles.

Asimismo, se establece que el referido plazo se podrá ampliar por única ocasión, hasta por otros cuarenta y cinco días hábiles, cuando a juicio de las propias autoridades exista causa justificada.

Bajo este entendimiento, se advierte que efectivamente la fracción III del artículo 21 de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, no establece una consecuencia para el supuesto en que la autoridad no emita la resolución dentro de los cuarenta y cinco días, así como su respectiva ampliación por un periodo igual, previa justificación; no obstante ello, en el diverso precepto 34 de la propia ley se establece la figura de la prescripción de las facultades punitivas de la autoridad, así como el momento en que ésta se interrumpe o reinicia su cómputo.

En efecto, el numeral 34 de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos sí prevé una forma de extinción de las obligaciones sancionatorias de la autoridad, como se demuestra a continuación.

"Artículo 34. Las facultades de la Secretaría, del contralor interno o del titular del área de responsabilidades, para imponer las sanciones que la ley prevé prescribirán en tres años, contados a partir del día siguiente al en que se hubieren cometido las infracciones, o a partir del momento en que hubieren cesado, si fueren de carácter continuo.

"En tratándose de infracciones graves el plazo de prescripción será de cinco años, que se contará en los términos del párrafo anterior.

"La prescripción se interrumpirá al iniciarse los procedimientos previstos por la ley. Si se dejare de actuar en ellos, la prescripción empezará a correr nuevamente desde el día siguiente al en que se hubiere practicado el último acto procedimental o realizado la última promoción."

En primer término, y a modo ilustrativo, se debe destacar que la figura de la prescripción es la pérdida o la adquisición de un derecho por el transcurso del tiempo, siempre y cuando dicho derecho sea exigible, mientras que la caducidad, la extinción de una facultad o de una acción por el transcurso del tiempo; de esta manera, de la redacción del artículo transcrito, se advierte que el legislador confunde los términos de las figuras de caducidad y prescripción. Por su parte, también se advierte que el legislador confunde el concepto de suspensión, con el de interrupción, al señalar que: "la prescripción se interrumpirá al iniciarse los procedimientos previstos por la ley. Si se dejare de actuar en ellos, la prescripción empezará a correr nuevamente desde el día siguiente al en que se hubiere practicado el último acto procedimental", está haciendo alusión a las reglas de la suspensión, ya que el hecho de que se señale que el plazo se reanuda, ello sólo es posible en la figura de la suspensión y no en la terminación del plazo.

Ahora bien del artículo 34 transcrito se advierte que las facultades punitivas de la autoridad en caso de infracciones que no se consideren graves prescribirán en tres años, contados a partir del día siguiente al que se hubiera cometido la infracción o a partir del momento en que la conducta u omisión hubiere cesado, si fuere de carácter continuo, mientras que tratándose de aquellas infracciones consideradas como graves el plazo de prescripción se extiende a cinco años.

Además, en el último párrafo del citado precepto legal, se establece que el plazo de la prescripción se suspenderá al iniciarse los procedimientos previstos en la propia ley y en el momento que se deje de actuar reinicia –empezará a correr nuevamente– el referido plazo desde el día siguiente a aquél en que se haya realizado el último acto procesal.

En ese sentido, la prescripción a que se refiere el artículo 34 de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, constituye una condición objetiva necesaria para que se ejerza el poder sancionador de la autoridad, pues para que la sanción administrativa sea válida, es preciso no sólo que los actos realizados la ameriten, sino además que la sanción se imponga de conformidad con la norma procedimental correspondiente y dentro del plazo exigido por la ley, por lo que el transcurso del plazo prescriptivo sin que se imponga la sanción genera la imposibilidad legal de efectuarlo, de modo que la prescripción sancionadora también determina la extinción de la responsabilidad administrativa derivada de la comisión de una infracción.

En ese sentido, este Tribunal Pleno sostiene que el artículo 21, fracción III, de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos no puede ser interpretado de manera aislada, ya que al tratarse de un procedimiento sancionatorio se debe entender dentro del marco jurídico en el que se encuentra inmerso y atenderse de manera integral, máxime que la ley sí establece una consecuencia en el caso que la autoridad no emita su resolución dentro del plazo establecido, previendo para ello la figura de la prescripción en el diverso numeral 34.


En efecto, el citado artículo 34 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos refiere que las facultades sancionatorias de la autoridad prescriben generalmente en el plazo de tres años y, en caso de infracciones graves en cinco años, el cual se suspende cada vez que exista una promoción y si se dejara de actuar en ellos, se reinicia a partir del día siguiente a aquel en que se hubiere practicado el último acto procedimental o realizado la última promoción.


Así, una vez que el servidor público haya cometido la infracción, el plazo de prescripción según dependa la gravedad, empezará a correr al día siguiente en que se hubiera cometido o a partir del momento en que hubieren cesado sus efectos, si fuera una infracción de carácter continuo y se suspenderá al iniciarse algún procedimiento de responsabilidad previsto en la ley, reiniciando el cómputo del plazo prescriptivo al momento en que se deje de actuar en ellos.


Atento a lo anterior, de una interpretación sistemática y articulada de la fracción III del artículo 21 como del diverso 34 de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, transcurrido el plazo de cuarenta y cinco días hábiles, o noventa días, en caso de que se haya solicitado la prórroga respectiva, sin que se haya dictado la resolución en la que se determine la existencia o inexistencia de la responsabilidad atribuida al servidor público infractor, la consecuencia será que reinicie el plazo de prescripción correspondiente, pero únicamente por el tiempo remanente considerando la fecha en que se suspendió la prescripción y hasta alcanzar los tres o cinco años, si se trata de conductas u omisiones que signifiquen una infracción de carácter grave.

Aunado a ello, debe destacarse que la autoridad responsable del procedimiento sancionatorio no podrá emitir ningún otro acuerdo o acto tendiente a suspender el plazo prescriptivo o dirigido a dilatar la resolución correspondiente, pues se trata de un procedimiento en el que ya se ha cerrado la instrucción, existe la audiencia respectiva y únicamente está pendiente el dictado de la resolución en la que se determine la existencia o no de aquellas responsabilidades fincadas al servidor público que se trate.

En otras palabras, agotado el plazo legal –cuarenta y cinco o noventa días hábiles– sin que la autoridad sancionadora haya emitido la resolución respectiva el plazo de prescripción reiniciará únicamente por el tiempo remanente hasta cumplir los tres o cinco años, cuando se trata de una conducta o infracción grave, en el entendido de que la autoridad deberá abstenerse de dictar cualquier otra actuación distinta a la resolución en la que se determine la responsabilidad o no del servidor público investigado.(16)


Lo anterior, genera seguridad y certeza jurídica tanto a la ciudadanía como a los propios servidores públicos investigados, puesto que se sabe con toda claridad el momento en que la autoridad ya no podrá realizar alguna acción en contra del servidor público sujeto a un procedimiento sancionatorio o en su caso imponer la responsabilidad y la sanción correspondiente, si es que ya se ha agotado el plazo de prescripción y la autoridad no ha emitido la sanción respectiva.(17)

En estas condiciones, el único límite legal a la facultad que tiene el Estado para imponer sanciones a los servidores públicos infractores consiste en que no haya operado la prescripción en términos del artículo 34 de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, de ahí que de modo alguno puede considerarse que, transcurrido el plazo de cuarenta y cinco o noventa días a que se refiere la fracción III del artículo 21 de la propia ley, la autoridad pierda la facultad para emitir la resolución correspondiente, pues se insiste, dicha facultad sólo puede perderse al actualizarse la figura de la prescripción.

Sostener lo contrario restaría eficacia al procedimiento disciplinario pues no puede desconocerse que en ocasiones el volumen de pruebas desahogadas, así como la complejidad de ciertos procedimientos, torna necesario que la autoridad sancionadora emprenda un análisis minucioso y detenido de todo el material probatorio, así como de aquellos elementos de convicción suficientes para estar en aptitud de determinar con plena certeza la existencia o no de las infracciones fincadas al servidor público respectivo.


En otro tenor, resulta importante señalar que la caducidad, entendida como la terminación de un procedimiento por falta de actividad dentro de un determinado lapso, no se actualiza en el presente caso, puesto para que se conjugue dicha figura requiere estar prevista expresamente en la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas, toda vez que su existencia no puede deducirse de inferencias interpretativas, máxime que la materia de responsabilidades administrativas es de estricto derecho, encuentra sustento constitucional en el artículo 109, fracción III, de la Ley Fundamental y si bien el Constituyente Permanente otorgó algún margen de configuración legislativa al Congreso en cuanto al diseño de aquellos "procedimientos para la investigación y sanción de dichos actos u omisiones"; lo cierto es que ello de manera alguna significa que sea posible aplicar de manera "supletoria" una figura que es inexistente en la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos.


Consecuentemente, se estima que no es posible aplicar la figura de la caducidad, prevista en los artículos 373, 375 y 378 del Código Federal de Procedimientos Civiles, ni mucho menos sus efectos de declarar la nulidad de todo lo actuado en el proceso, sin la posibilidad de volver a intentar una acción en contra del servidor público con base en los mismos elementos probatorios,(18) pues la figura de la prescripción existe expresamente en la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas, mientras que la caducidad es una institución que el legislador no contempló en el referido ordenamiento legal, de ahí que trasladarla al presente caso tornaría nugatoria la intención del Constituyente en cuanto a que no queden impunes los actos u omisiones que signifiquen una transgresión a los principios rectores del servicio público contemplados en el citado numeral 109 de la Norma Fundamental.


(…)
Ahora bien, se debe destacar que en la exposición de motivos de cinco de abril de dos mil uno, que dio origen a la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, el legislador dispuso que con la finalidad de evitar que los infractores pudieran quedar impunes por el transcurso del tiempo, se ampliaron los plazos de prescripción de las facultades de las autoridades para imponer sanciones administrativas,(19) de esta manera resulta claro que la intención del legislador fue que se actualizara la figura de la prescripción en caso de que la autoridad no dicte la resolución dentro del plazo legal, sin que en ningún supuesto haya hecho mención a la figura de la caducidad.

En otras palabras, el legislador expresamente señaló que la figura aplicable en caso de incumplimiento a los plazos para la resolución de los procedimientos sancionatorios era el de la prescripción de las facultades punitivas de la autoridad, con la finalidad de "evitar que los infractores de la ley puedan quedar impunes por el transcurso del tiempo".

Por último, de forma complementaria y de manera ilustrativa, se advierte que en la Ley General de Responsabilidades Administrativas, la cual sustituyó a la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, que entró en vigor el diecinueve de julio de dos mil diecisiete, en su artículo 74 se previó expresamente la posibilidad de que mediante petición expresa del presunto infractor se pudiera decretar la caducidad de la instancia en caso de que la autoridad sancionadora deje de actuar por más de seis meses sin causa justificada.(20)

De lo anterior se puede concluir que en la Ley General de Responsabilidades Administrativas fue intención manifiesta del legislador prever ambas figuras, tanto la prescripción como de manera complementaria la figura de la caducidad, consistente en que el caso en que se dejara de actuar en los procedimientos de responsabilidad administrativa y como consecuencia de ello se produjera la caducidad de la instancia, la prescripción inmediatamente se reanudará desde el día que se admitió el Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa, en el entendido de que en caso de actualizarse la inactividad procesal por más de seis días, la caducidad se decretará únicamente a solicitud expresa del presunto infractor.

No obstante, tratándose de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, únicamente se estableció la figura de la prescripción para la extinción de las facultades sancionatorias de la autoridad; ante ello, este Tribunal Pleno arriba a la conclusión de que el hecho de que la autoridad administrativa competente no emita la resolución en la que se determine la existencia o no de una responsabilidad atribuida al servidor público imputado, dentro del plazo de cuarenta y cinco días o, en su caso, no justifique la ampliación del citado plazo hasta noventa días, no es causa suficiente para que los servidores públicos se liberen de la responsabilidad administrativa bajo la figura de la caducidad del procedimiento por inactividad procesal, pues para tal efecto deben aplicarse las reglas de prescripción que prevé el artículo 34 de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos.

En estos términos, el criterio que debe prevalecer, con carácter de jurisprudencia, es el siguiente:

El artículo 34 de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, vigente hasta el 18 de julio de 2017, dispone que el plazo para que prescriba la facultad punitiva de la autoridad es de 3 o 5 años, dependiendo de la gravedad de la infracción, según el caso, el cual empieza a correr una vez que se cometa ésta y se suspende con los actos procesales que se realicen, reanudándose desde el día siguiente al en que se hubiere practicado el último acto procedimental o realizado la última promoción; por su parte, el artículo 21, fracción III, del ordenamiento indicado fija el plazo de 45 días, con la posibilidad de ampliarlo por otro igual, para que la autoridad dicte la resolución correspondiente, sin establecer una consecuencia para el caso de que no se resuelva en ese plazo. En ese sentido, de la interpretación conjunta de los preceptos referidos se advierte que la consecuencia de que la autoridad no resuelva el procedimiento en el plazo legal es la prescripción de su facultad punitiva y no la caducidad del procedimiento por inactividad procesal; de esta manera, el plazo atinente a la prescripción inicia una vez que se cometa la infracción, se suspende con los actos procesales que se realicen y se reinicia automáticamente el día siguiente a aquel en que se dejó de actuar, incluido el incumplimiento al plazo de la autoridad para la resolución del procedimiento disciplinario, pero únicamente por el tiempo remanente del plazo total prescriptivo, es decir, si la autoridad no resuelve dentro de los 45 o 90 días previa justificación, la consecuencia será la prescripción de su facultad sancionatoria, siempre y cuando haya transcurrido el plazo genérico de 3 años o de 5 años, dependiendo de la gravedad de la infracción cometida; cabe destacar que el hecho de que la autoridad no resuelva en el plazo respectivo el procedimiento sancionatorio, podría significar un incumplimiento en sus obligaciones y deberes, por el que podría hacerse acreedora a la sanción disciplinaria que corresponda de conformidad con la fracción XXIV del artículo 8, en relación con el diverso 17, de la ley de la materia. Aunado a lo anterior, la autoridad responsable del procedimiento sancionatorio no podrá emitir ningún otro acuerdo o acto tendente a interrumpir el plazo prescriptivo o dirigido a dilatar la resolución correspondiente, pues es un procedimiento en el que ya se ha cerrado la instrucción, existe la audiencia respectiva y únicamente está pendiente el dictado de la resolución en la que se determine la existencia o no de las responsabilidades fincadas al servidor público de que se trate, lo que genera seguridad y certeza jurídica tanto a la ciudadanía como al propio servidor público investigado, pues se sabe con exactitud el momento en que la autoridad ya no podrá realizar alguna acción en contra del servidor sujeto a un procedimiento sancionatorio o, en su caso, imponer la sanción correspondiente.

Por lo expuesto y fundado, se resuelve:

PRIMERO.- Sí existe la contradicción de tesis denunciada.


SEGUNDO.- Debe prevalecer, con carácter de jurisprudencia el criterio sustentado por este Tribunal Pleno en los términos de la tesis redactada en el último considerando del presente fallo….”
Así las cosas, del texto de la ejecutoria que resuelve la citada contradicción, derivó la tesis de jurisprudencia invocada por el actor del presente juicio, y, en la misma el Pleno de la Corte definió puntualmente diversas circunstancias para establecer si conforme a la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos vigente hasta el dieciocho de julio de dos mil diecisiete, por falta de emisión de la resolución sancionadora dentro del plazo legal previsto para tal efecto, se actualizaba la consecuencia legal de la institución de caducidad, puntualizando específicamente:
Que el procedimiento de responsabilidad administrativa es de pronunciamiento forzoso, toda vez que su materia la constituye una conducta u omisión respecto de la cual existe un especial interés de la colectividad en que dichas infracciones no queden impunes y se determine con plena certeza si esa conducta u omisión resulta o no contraria a los deberes y obligaciones que rigen el servicio público, teniendo por objeto asegurar la óptima prestación del servicio público, de tal manera que éste corresponda a los intereses de la comunidad, pudiendo concluir sobre la inexistencia de responsabilidad o imponiendo la sanción administrativa que corresponda, determinando con exactitud si el 
servidor público cumplió o no con los deberes y obligaciones inherentes a su cargo.
En esas perspectivas, atendiendo a la naturaleza sancionadora del procedimiento de responsabilidad administrativa, resultaría inadmisible que la potestad para imponer sanciones administrativas no estuviere sujeta a limitación temporal alguna, pues ello podría dar lugar a la arbitrariedad en la prosecución de los hechos sancionables, generando con ello incertidumbre entre los servidores públicos ante la posibilidad de que pudieran imponérseles sanciones en cualquier momento futuro.
Al analizar la fracción III del artículo 21 de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, advirtió que no establecía una consecuencia para el supuesto en que la autoridad no emitiera la resolución correspondiente dentro de los cuarenta y cinco días –plazo previsto en la Ley Federal-, así como su respectiva ampliación por un periodo igual, previa justificación; no obstante ello, del diverso precepto 34 de la propia ley advirtió el establecimiento de la figura de prescripción de las facultades punitivas de la autoridad, así como el momento en que ésta se interrumpe o reinicia su cómputo.
En ese orden, recurrió al análisis del artículo 34 de la Ley Federal de Responsabilidades abrogada, destacando como referencia que la figura de la prescripción es la pérdida o la adquisición de un derecho por el transcurso del tiempo, siempre y cuando dicho derecho sea exigible, mientras que la caducidad, la extinción de una facultad o de una acción por el transcurso del tiempo; de esta manera, de la redacción del citado artículo, advirtió que el legislador confundió los términos de las figuras de caducidad y prescripción. Y por su parte, también advirtió que el legislador confundió el concepto de suspensión, con el de interrupción, al señalar que: "la prescripción se interrumpirá al iniciarse los procedimientos previstos por la ley. Si se dejare de actuar en ellos, la prescripción empezará a correr nuevamente desde el día siguiente al en que se hubiere practicado el último acto procedimental", que consiste en hacer alusión a las reglas de la suspensión, ya que el hecho de que se señale que el plazo se reanuda, ello sólo es posible en la figura de la suspensión y no en la terminación del plazo.

En ese sentido, definió que la prescripción a que se refería el artículo 34 de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, constituye una condición objetiva necesaria para que se ejerza el poder sancionador de la autoridad, pues para que la sanción administrativa sea válida, es preciso no sólo que los actos realizados la ameriten, sino además que la sanción se imponga de conformidad con la norma procedimental correspondiente y dentro del plazo exigido por la ley, por lo que el transcurso del plazo prescriptivo sin que se imponga la sanción genera la imposibilidad legal de efectuarlo, de modo que la prescripción sancionadora también determina la extinción de la responsabilidad administrativa derivada de la comisión de una infracción.

En esas consideraciones sostuvo que el artículo 21, fracción III, de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos no podía ser interpretado de manera aislada, ya que al tratarse de un procedimiento sancionatorio se debía entender dentro del marco jurídico en el que se encuentra inmerso y atenderse de manera integral, máxime que la ley sí establece una consecuencia en el caso que la autoridad no emita su resolución dentro del plazo establecido, previendo para ello la figura de la prescripción en el diverso numeral 34, de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, el cual refiere que las facultades sancionatorias de la autoridad prescriben generalmente en el plazo de tres años y, en caso de infracciones graves en cinco años –en materia federal-, el cual se suspende cada vez que exista una promoción y si se dejara de actuar en ellos, se reinicia a partir del día siguiente a aquel en que se hubiere practicado el último acto procedimental.
Así, una vez que el servidor público haya cometido la infracción, el plazo de prescripción según dependa la gravedad, empezará a correr al día siguiente en que se hubiera cometido o a partir del momento en que hubieren cesado sus efectos, si fuera una infracción de carácter continuo y se suspenderá al iniciarse algún procedimiento de responsabilidad previsto en la ley, reiniciando el cómputo del plazo prescriptivo al momento en que se deje de actuar en ellos.

Atentos a esas consideraciones, el Pleno de la Corte estimó que de una interpretación sistemática y articulada de la fracción III del artículo 21 como del diverso 34 de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos –con identidad de razón con los artículos 81 y 82 fracción II de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, transcurrido el plazo legal previsto de cuarenta y cinco días hábiles, o noventa días, en caso de que se haya solicitado la prórroga respectiva, sin que se haya dictado la resolución en la que se determine la existencia o inexistencia de la responsabilidad atribuida al servidor público infractor, la consecuencia será que reinicie el plazo de prescripción correspondiente, pero únicamente por el tiempo remanente considerando la fecha en que se suspendió la prescripción y hasta alcanzar los tres o cinco años, si se trata de conductas u omisiones que signifiquen una infracción de carácter grave.

Es decir, agotado el plazo legal –cuarenta y cinco o noventa días hábiles– sin que la autoridad sancionadora haya emitido la resolución respectiva el plazo de prescripción reiniciará únicamente por el tiempo remanente hasta cumplir los tres o cinco años, cuando se trata de una conducta o infracción grave, en el entendido de que la autoridad deberá abstenerse de dictar cualquier otra actuación distinta a la resolución en la que se determine la responsabilidad o no del servidor público investigado.
Lo anterior, indicó el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, genera seguridad y certeza jurídica tanto a la ciudadanía como a los propios servidores públicos investigados, puesto que se sabe con toda claridad el momento en que la autoridad ya no podrá realizar alguna acción en contra del servidor público sujeto a un procedimiento sancionatorio o en su caso imponer la responsabilidad y la sanción correspondiente, si es que ya se ha agotado el plazo de prescripción y la autoridad no ha emitido la sanción respectiva.
En esas condiciones, estableció conforme al análisis legal a los preceptos de la Ley Federal abrogada, que el único límite legal a la facultad que tiene el Estado para imponer sanciones a los servidores públicos infractores consiste en que no haya operado la prescripción en términos del artículo 34 de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos –de idéntico contenido, en lo sustancial, que el artículo 81 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí-, de ahí que de modo alguno puede considerarse que, transcurrido el plazo de cuarenta y cinco o noventa días a que se refiere la fracción III del artículo 21 de la propia ley –quince días conforme al artículo 82 fracción II de la Ley local antes precisada-, la autoridad pierda la facultad para emitir la resolución correspondiente, pues dicha facultad sólo puede perderse al actualizarse la figura de la prescripción.
Agrego el Órgano Jurisdiccional la importancia de señalar que la caducidad, entendida como la terminación de un procedimiento por falta de actividad dentro de un determinado lapso, no se actualiza en el caso de las responsabilidades administrativas llevadas conforme a la Ley de Responsabilidades Abrogada, puesto para que se conjugara dicha figura se requiere que se encuentre prevista expresamente en la citada Ley Federal de Responsabilidades Administrativas –o bien como en el caso en la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí actualmente abrogada-, toda vez que su existencia no puede deducirse de inferencias interpretativas, máxime que la materia de responsabilidades administrativas es de estricto derecho, encuentra sustento constitucional en el artículo 109, fracción III, de la Ley Fundamental y si bien el Constituyente Permanente otorgó algún margen de configuración legislativa al Congreso en cuanto al diseño de aquellos "procedimientos para la investigación y sanción de dichos actos u omisiones"; lo cierto es que ello de manera alguna significa que sea posible aplicar de manera "supletoria" una figura que es inexistente en la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos –o como en el caso en la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí-.
De ahí partió el Pleno, que no es posible aplicar la figura de la caducidad, prevista en los artículos 373, 375 y 378 del Código Federal de Procedimientos Civiles, ni mucho menos sus efectos de declarar la nulidad de todo lo actuado en el proceso, sin la posibilidad de volver a intentar una acción en contra del servidor público con base en los mismos elementos probatorios, pues la figura de la prescripción existe expresamente en la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas, mientras que la caducidad es una institución que el legislador no contempló en el referido ordenamiento legal.
Así las cosas, una vez analizados los argumentos expuestos por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que dieron origen a la jurisprudencia en que hace descansar su argumento el hoy actor, esta Sala Unitaria estima que debe puntualizarse que en el caso en particular el procedimiento de responsabilidades administrativas de donde deriva la resolución impugnada, fue substanciado conforme a lo dispuesto en la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí abrogada, ordenamiento que como en el caso de la Ley Federal que estudió la respectiva ejecutoria del Pleno de la Corte, no prevé expresamente el supuesto de caducidad, a lo cual, en identidad de razón y por analogía debe considerarse que la única sanción aplicable en el caso propuesto a escrutinio legal ante este Tribunal es la actualización de la figura jurídica de prescripción en el procedimiento administrativo de responsabilidades administrativas en el Estado, como lo plantea el actor.
En ese orden, debe aclararse que el hoy actor pretende se declare la prescripción de las facultades punitivas de la autoridad demandada pero basándose, en concreto, en que la resolución sancionadora se dictó fuera del plazo de quince días previsto en la fracción II del artículo 82, en relación con lo previsto en el artículo 81, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, lo cual resulta incorrecto, pues como bien se desprende del estudio de la ejecutoria pronunciada por el Pleno de la Corte, en el caso de las normas abrogadas que carecen del supuesto de caducidad como sanción a la inactividad del procedimiento, no es causa suficiente para que los servidores públicos se liberen de la responsabilidad administrativa bajo la figura de la caducidad del procedimiento por inactividad procesal, pues la citada inactividad no le libera de que deban aplicarse las reglas de prescripción que prevé el artículo respectivo, tal como es en el caso particular lo que dispone el artículo 81 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí.
En ese sentido, el plazo y regla que el actor estima opera la prescripción de las facultades punitivas es incorrecto, pues lo que pretende invocar se conoce propiamente como la figura de caducidad.
Ahora bien, en el caso el artículo 81 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, establece:
“ARTICULO 81. Las facultades para imponer las sanciones correspondientes a las responsabilidades administrativas en que incurran los servidores públicos, prescriben en los siguientes plazos:

(REFORMADA, P.O. 10 DE JUNIO DE 2014)

I. En tres años si el beneficio obtenido o el daño causado por el infractor no excede de diez veces el salario mínimo mensual vigente en el Estado, y

(REFORMADA, P.O. 10 DE JUNIO DE 2014)

II. En diez años, en los demás casos.

(F. DE E., P.O. 18 DE AGOSTO DE 2003)

El plazo de prescripción se contará a partir del día siguiente a aquél en que se hubiere incurrido en la responsabilidad, o a partir del momento en que hubiese cesado el acto u omisión de que se trate, si fue de carácter continuo. En todos los casos, la prescripción a que alude este precepto se interrumpirá al iniciarse el procedimiento administrativo previsto por el artículo 82 de esta Ley.”
De lo dispuesto en el artículo antes transcrito se desprende que, las facultades para imponer las sanciones correspondientes a las responsabilidades administrativas en que incurran los servidores públicos, prescriben en el plazo de tres años si el beneficio o el daño causado por el infractor no excede de diez veces el salario mínimo mensual vigente en el Estado, y en diez años en los demás casos; que dicho plazo de prescripción se contará a partir del día siguiente a aquel en que hubiere incurrido en la responsabilidad, o partir del momento en que hubiese cesado el acto u omisión de que se trate si fuere de carácter continuo; asimismo se desprende que en todos los casos, la prescripción se interrumpirá (suspenderá, conforme a la aclaración del Pleno de la Corte), al iniciarse el procedimiento administrativo correspondiente conforme al artículo 82 de la citada Ley.
Por tanto, conforme a lo dispuesto en el artículo previamente analizado se requiere conocer de los aspectos que atañen al presente asunto, los cuales de las constancias de autos se desprende que consisten en:

1. La responsabilidad imputada al hoy actor consistió en la acción y omisión relacionada con el pago de liquidaciones que no se encontraban previstas legalmente, mismas que se realizaron en distintos momentos entre el seis de julio de dos mil quince, fecha en que se inició con los distintos pagos, y el veinticuatro de septiembre del mismo año, fecha en que se concluyó con el pago a los funcionarios según se desprende de las copias certificadas de los cheques que obran entre las fojas 128 a 192 del expediente administrativo que en copia certificada se exhibió en el presente asunto.

2. El procedimiento administrativo de responsabilidades administrativas instaurado en contra del actor dio inicio para dicho ex servidor público el día en que fue legalmente citado a la audiencia de Ley, esto es, el veintidós de septiembre de dos mil diecisiete.
3. La cuantía del daño causado que atribuyó y por el que resolvió la autoridad demandada asciende a la cantidad total de $1´771,843.48 (un millón setecientos setenta y siete mil ochocientos cuarenta y tres pesos 48/100 M.N.).
En ese sentido, y toda vez que la cuantía del daño establecida rebasa la establecida en la fracción I del citado artículo 81, según  se desprende del punto tres anterior, lo que corresponde al caso particular es considerar que el plazo de prescripción que rige el presente asunto es de diez años conforme a lo establecido en la diversa fracción II del mencionado artículo.

Ahora bien al haberse iniciado el procedimiento administrativo sancionador y haberse citado al ex servidor público, es de considerarse que el plazo de prescripción se interrumpió (suspendió) desde su inicia y hasta transcurridos los quinces días hábiles posteriores a la celebración de la audiencia de Ley.

En ese sentido, debe considerarse por su parte la fecha cierta en que se llevó cabo el último pago de las liquidaciones que permitieron considerar materializada la conducta atribuida al ahora actor, la cual se actualizó el veinticuatro de septiembre de dos mil quince.

Por tanto, si de la fecha citada en el párrafo anterior a la fecha veintinueve de abril de dos mil veinte, en que se dictó la resolución impugnada transcurrieron poco menos de cuatro años calendario, es concluyente que no transcurrió el plazo de prescripción de diez años establecido en el artículo 82, fracción II de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, para considerar que prescribieron las facultades punitivas de la autoridad demandada.
Sin que pase inadvertido que, en el caso, como fue resuelto al inicio del presente considerando que al considerarse ilegal la notificación de la citada resolución se hubiese determinado que se tiene como sabedor de la citada resolución impugnada al hoy actor desde el día en que fue entregado el traslado correspondiente –nueve de abril de dos mil veintiuno-, pues aún en el caso de que se tomase en cuenta esa fecha de un simple computo del plazo en cita, se puede establecer que no transcurrieron más de seis años calendario desde la última conducta hasta que se tuvo conocedor de la resolución sancionadora.

Máxime que, en el caso particular ni siquiera resultó necesario descontar al citado computo el plazo en que por ministerio de ley se dio la interrupción –suspensión- del mencionado plazo de prescripción, de ahí lo infundado del argumento del actor.

Por otro lado, del primer concepto de impugnación hecho valer por el demandante en su ampliación a la demanda, en el cual medularmente hacer valer que la resolución es ilegal ya que viola lo dispuesto en el artículo 113 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, en relación con los artículos 14 y 16 constitucionales, ya que contrario a lo que señala dicha resolución el hoy actor en su desempeño como servidor público actúo apegado a derecho, sin obtener en ningún momento un lucro indebido, beneficio personal o enriquecimiento ilícito.
Que en ningún momento de motu proprio autorizó el pago de liquidaciones a los trabajadores a los que se refiere la resolución sancionadora, sino que por sesión extraordinaria de la Junta Directiva del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia, en el punto seis del orden del día se atendió la solicitud de aprobación de la Junta Directiva para efecto de finiquitar a los Directores del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia.
Que del desglose de las cantidades pagadas se desprende que quien autorizó el pago de cada una de las cantidades por los conceptos señalados en dicho desglose fue la Directora General del Sistema, y quien revisó fue la Jefa del Departamento, y su elaboración correspondió a la Asistente Técnico, siendo que el hoy actor únicamente dio el Visto Bueno, sin que ello lo haga participe del concepto de los pagos realizados, pues hubo cuatro personas más involucradas, dado que el suscrito únicamente cumplió con una orden dada por la Junta Directiva del Sistema, así como su superior jerárquico, quien de acuerdo con el artículo 3° del Reglamento Interior del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia en el Estado, se consideran sus superiores jerárquicos, por lo que a su parecer existió una obediencia fundada.

Agrega el actor, que su facultad para realizar el pago de las liquidaciones que fueron autorizadas por la Dirección General, se realiza previa revisión de la Dirección de Asuntos Jurídicos, lo cual significa que la Dirección Jurídica debió haberle comunicado mediante oficio que los conceptos de liquidación resultaban improcedentes, pues es el área encargada de revisar las condiciones generales de trabajo, sin embargo, niega que se le hubiese notificado en ese sentido, por lo cual (según su dicho), la Dirección Jurídica los consideró como válidos y se procedió al pago de las liquidaciones que incluían diversos conceptos.

Que los conceptos por los que se pagó la liquidación encuadran dentro del citado término, pues en el caso la fracción XXII del artículo 18 del mencionado Reglamento no distingue que por ese concepto únicamente se deban pagar aguinaldo proporcional, vacaciones proporcionales y prima vacacional.
Señala por otro lado para justificar su actuación, que de lo dispuesto en las fracciones XXV y XXVI del artículo 18 del multicitado Reglamento, y el primer párrafo del artículo 56 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, señala la obligación expresa de cumplir con las disposiciones legales, de lo contrario, implica una causa de responsabilidad administrativa, que lo hubiese hecho acreedor a una sanción.

Asimismo, indica que conforme a lo dispuesto en la fracción XVI Bis, inciso c), del artículo 18, del Reglamento Interior del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia en el Estado, existe la prohibición de realizar de cubrir jubilaciones, pensiones o haberes de retiro, liquidaciones por servicios prestados, préstamos o créditos, sin embargo, si dichos conceptos se encuentran autorizados por Ley, Decreto Legislativo, Contrato Colectivo o Condiciones Generales de Trabajo, entonces dichas prestaciones resultan procedentes.

En relación con su dicho, indica que mediante acta de sesión extraordinaria de cinco de enero de dos mil quince, la Junta Directiva del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia para el Estado de San Luis Potosí, en el punto cinco del orden del día se atendió la solicitud de aprobación para efecto de enviar al fondo de indemnizaciones y liquidaciones por retiros y haberes caídos, el ahorro del capítulo 1000 del ejercicio dos mil catorce, que con las pruebas que acreditan esos hechos demuestra que el pago de los conceptos utilizados para la liquidación ya se encontraban presupuestados y/o etiquetados desde el cinco de enero de dos mil quince y que el hoy actor únicamente compareció como vocal en el acta de sesión extraordinaria de veinticuatro de septiembre de dos mil quince.
Agrega que, el recurso utilizado para el pago de las liquidaciones provenía de un ahorro del capítulo 1000 del ejercicio dos mil catorce, el cual se utilizó para el pago de indemnizaciones y liquidaciones por retiros y haberes caídos, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 9, fracción VI de los Lineamientos Generales para la Aplicación del Presupuesto de Egresos para el Ejercicio Fiscal dos mil catorce, lo cual se traduce en que se encontraba presupuestado y/o etiquetado el pago de finiquito y/o liquidaciones que por ley incluyen: prima vacacional, vacaciones reportadas, aguinaldo, indemnización, prima de antigüedad, bono de equilibrio, bono por ajuste de calendario e ingresos propios.
Arguye además el actor que, del contenido de las actas de sesión extraordinaria antes mencionadas, se desprende que, no tuvo responsabilidad ni uso de la voz ni participación, ni mucho menos solicitó ni propuso a la Junta Directiva el pago por concepto de finiquito o liquidación, por lo cual resulta improcedente se pretenda fincarle una responsabilidad de la cual no tuvo participación, por lo tanto procede anular la multa impuesta bajo el supuesto de haber autorizado el pago de finiquitos y/o liquidaciones, en razón de que la responsabilidad que se le pretendió imputar carece de fundamentación y motivación en términos de lo ordenado en los artículos 14 y 16 constitucionales.
Ahora bien, para sostener su dicho sobre la obediencia fundada el actor agrega que en las fojas 72 y 73 último párrafo de la resolución impugnada, la autoridad demandada afirmó que la entonces Directora General del Sistema, de acuerdo con su nivel de jerarquía su decisión se encontraba por encima de los demás servidores públicos del Sistema, lo cual hace que dicha ex servidora sea exclusivamente responsable.

Por otro lado, en el mismo concepto de impugnación, argumenta el actor que la resolución impugnada resulta ilegal ya que la autoridad demandada resolvió y determinó la misma conducta y multa imputada para los dos ex servidores públicos, lo cual atenta contra del principio contenido en el artículo 23 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Por su parte, la autoridad emisora de la resolución sancionadora impugnada al contestar la ampliación a la demanda, sostuvo que el primer concepto de impugnación es inoperante en razón de que la sanción no tuvo como base un enriquecimiento ilícito, sino el incumplimiento a sus deberes establecidos en las fracciones I, II, III, XVI, XVI Bis inciso c), XXIV y XXX, del artículo 56 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, sosteniendo además argumentos para demostrar la legalidad de la citada resolución.
Una vez analizados los anteriores argumentos, esta Sala Unitaria estima que el concepto de impugnación hecho valer por la parte actora resulta infundado con base en las siguientes consideraciones de hecho y de derecho:

En primer término, se debe establecer que los principios de seguridad y certeza jurídica establecidos en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, significan que la situación jurídica de las personas no será afectada más que por los procedimientos regulares establecidos en la ley, en esa tesitura, los referidos principios deben entenderse en el sentido de que los procedimientos emitidos por las autoridades deben contener los elementos mínimos para que la autoridad no incurra en arbitrariedades, lo cual no significa de manera alguna que la ley deba de señalar de manera especial y precisa un procedimiento para regular cada una de las relaciones que se entablen entre las autoridades y los particulares, de esta manera, se ha señalado que para respetar los principios de seguridad y certeza jurídica el legislador debe fijar en las leyes ordinarias las formalidades y términos conforme a los cuales la autoridad administrativa debe actuar. 

En ese orden, se estima pertinente allegarnos del contenido del acuerdo de inicio del procedimiento de responsabilidades administrativas de 14 de julio de 2016, en cuya parte conducente se consigna:
“…se presume probable responsabilidad atribuible a ***** ******* ******** ********,, en su carácter de Ex Directora General del DIF Estatal y a ***** ******* ******** ********,, Ex Director Administrativo dentro del mismo organismo (…),  y por lo tanto se estima que probablemente infringieron las disposiciones contenidas en las fracciones I, II, III, XVI, XVI Bis inciso c), XXIV y XXX del artículo 56 de la mencionada Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, debido a que se presume, que probablemente no se abstuvieron de realizar acciones que causaron deficiencia del servicio público que les fue encomendado como Directora General del DIF Estatal y Director Administrativo respectivamente, implicando con ello un abuso y ejercicio indebido de las funciones encomendadas en los diferentes ordenamientos jurídicos, como la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Constitución Política del Estado, la Ley de Asistencia Social y el Reglamento Interior del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia en el Estado, toda vez que en ellos se establece la obligación de no conceder haberes de retiro o liquidaciones por servicios prestados, y para el caso que nos ocupa la C. ***** ******* ******** ********,  y ***** ******* ******** ********,, fueron omisos en observar tales disposiciones, realizando con ello el ejercicio indebido de su empleo al conceder el pago de finiquitos y/o liquidaciones a servidores públicos cuya relación de trabajó había terminado con el DIF del Estado.

De la misma manera, ***** ******* ******** ********, y ***** ******* ******** ********,  probablemente no ejecutaron legalmente los presupuestos correspondientes a su competencia incumpliendo las leyes y normas que determinan el manejo de los recursos públicos, al haber autorizado y pagado los finiquitos y/o indemnizaciones indebidamente a los servidores públicos señalados en el numeral II del presente escrito, realizando con ellos el uso indebido de los recursos públicos, ya que los recursos asignados deben de ser utilizados para el desempeño de los fines establecidos y legalmente procedentes, causando con esta acción un daño al patrimonio del DIF Estatal y al Erario Público, por lo que cabe señalar lo estipulado por el numeral 65 del Reglamento Interior del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia en el Estado, el cual a la letra señala:

(Se transcribe)

En este orden de ideas, es probable que exista responsabilidad administrativa para ***** ******* ******** ********, y ***** ******* ******** ********,, toda vez que las fracciones XVI y XVI Bis inciso c) de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí señalan la obligación de todo servidor público de desempeñar su empleo, cargo o comisión sin pretender beneficios adicionales, así como evitar conceder o cubrir jubilaciones, pensiones o haberes de retiro o liquidaciones por servicios prestados, lo que indudablemente se incumplió por parte de los servidores públicos señalados como probables responsables, toda vez que de las constancias que obran en el presente expediente en que se actúa, se desprende el incumplimiento de tales disposiciones al haber y realizado el pago de finiquitos y/o liquidaciones indebidamente a los trabajadores antes señalados, incumpliendo y excediéndose en las facultades otorgadas por los ordenamientos legales aplicables.

(…)”

(Énfasis añadido)

De la transcripción anterior del acuerdo en donde se le cita al hoy actor para la audiencia prevista en el numeral 82, fracción I de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, dentro del expediente administrativo de responsabilidades PRA/CI/DIF/001/16, se desprenden las conductas atribuidas al hoy demandante en su entonces carácter de Director Administrativo del DIF Estatal, consistentes en:

1) Realizar el pago de finiquitos y/o liquidaciones indebidamente a diversos trabajadores ahí señalados, incumpliendo y excediéndose en las facultades otorgadas por los ordenamientos legales aplicables; y

2) No ejecutar adecuadamente el presupuesto correspondiente a su competencia, incumpliendo las leyes y normas que determinan el manejo de los recursos públicos, al haber autorizado y pagado los referidos finiquitos y/o indemnizaciones indebidamente a los citados servidores públicos.

Ahora bien, en la parte de la resolución impugnada –páginas 77 a 92 que obra del folio 694 a 701, del expediente administrativo que en copia certificada obra de manera complementaria a los autos del expediente en que se actúa, se determinó en lo conducente, lo siguiente:
“IMÁGENES DIGITALIZADAS”
De la reproducción anterior, en lo que nos atañe se desprende que la autoridad demandada determinó que la responsabilidad administrativa se configuró por acción y omisión del hoy actor, que la acción quedó demostrada con las copias certificadas de las solicitudes de elaboración de cheques que obran de la foja 127 a la 194 del expediente administrativo, que el hoy actor en su carácter de Director Administrativo al momento de los hechos, realizó a la Subdirección de Recursos Financieros del DIF estatal para el pago de las liquidaciones, partes proporcionales o baja de puesto de confianza, tanto para sí como para los directores y subdirectores del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia en el Estado, señalados previamente en la resolución impugnada, así como el otorgamiento de del visto bueno con su firma autógrafa a las operaciones matemáticas de cálculo para el pago de prestaciones laborales excesivas a los mencionados servidores públicos.
En esas consideraciones la autoridad demandada expuso que si bien es cierto que el artículo 18 en sus fracciones XIV y XXII del Reglamento Interior del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia en el Estado, establece que corresponde al Director Administrativo expedir constancias laborales, autorizar la reubicación, liquidaciones y pago de cualquier remuneración del personal al servicio del Organismo, así como pagar las liquidaciones del personal autorizadas por la Dirección General, así como las remuneraciones y prestaciones contractuales del personal al servicio del Organismo, previa revisión de la Dirección de Asuntos Jurídicos, lo cierto es que dichos pagos debían apegarse a derecho, siendo el administrador del Sistema tiene el deber, compromiso y responsabilidad de revisar y verificar que los pagos sean correctos antes de proceder a solicitar la elaboración del cheque a favor de los servidores públicos por pago de liquidación por baja de puesto de confianza o por baja definitiva, además de que omitió observar que lo dispuesto en la fracción XXII del dispositivo previamente referido, destacando que no hubo revisión de la Dirección de Asuntos Jurídicos, ya que en cada oficio de solicitud de elaboración de cheque para cubrir el pago de los finiquitos o liquidaciones por terminación de la relación de trabajo sólo se marcó copia de la solicitud a la Dirección de Asuntos Jurídicos.
En ese orden, esta Sala estima que el argumento del actor en que señala que existe violación a lo dispuesto en el artículo 113 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, resulta inoperante en razón de que contrario a lo que pretende se analice la autoridad demandada no estableció que la conducta imputada y sancionada con la resolución impugnada consistiera en un enriquecimiento ilícito como se encuentra establecido en el mencionado artículo, al grado que la demandada ni siquiera actuó en los términos establecidos en dicho numeral como a simple vista se puede advertir del expediente en cuestión.
Por tanto, al basarse en una premisa falsa esta Juzgadora estima inoperante e inatendible dicho argumento, lo anterior con base en lo establecido en la tesis cuyo rubro y contenido es el siguiente:

Registro digital: 2008226

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Décima Época

Materias(s): Común

Tesis: XVII.1o.C.T. J/5 (10a.)

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 14, Enero de 2015, Tomo II, página 1605

Tipo: Jurisprudencia

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN INOPERANTES. LO SON AQUELLOS QUE TIENEN COMO SUSTENTO UN POSTULADO NO VERÍDICO [APLICACIÓN ANALÓGICA DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 108/2012 (10a.)]. La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia en cita, determinó que los agravios cuya construcción parte de premisas falsas son inoperantes, ya que a ningún fin práctico conduciría su estudio pues, al partir de una suposición no verdadera, su conclusión es ineficaz para obtener la revocación de la sentencia recurrida; principio que aplica a los conceptos de violación cuyo sustento es un postulado que resultó no verídico; de ahí que sea ocioso su análisis y, por ende, merecen el calificativo de inoperantes.”

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO.

Amparo directo 39/2014. Leoni Cable, S.A. de C.V. 15 de mayo de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: Amador Muñoz Torres, secretario de tribunal autorizado para desempeñar las funciones de Magistrado, en términos del artículo 81, fracción XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con el diverso 40, fracción V, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que reglamenta la organización y funcionamiento del propio Consejo. Secretaria: Myrna Grisselle Chan Muñoz.

Amparo directo 607/2014. Joel Armando Estrada Morales. 2 de octubre de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: Gerardo Torres García. Secretario: Dante Orlando Delgado Carrizales. 

Amparo directo 711/2014. Rogelio Reza Valenzuela. 16 de octubre de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: María del Carmen Cordero Martínez. Secretario: Carlos Martín Hernández Carlos.

Amparo directo 688/2014. Ivonne Elizabeth Torres Ramírez. 23 de octubre de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: María del Carmen Cordero Martínez. Secretaria: Grisselle Chan Muñoz.

Amparo directo 693/2014. 23 de octubre de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: Manuel Armando Juárez Morales. Secretario: Ismael Romero Sagarnaga.

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 108/2012 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XIII, Tomo 3, octubre de 2012, página 1326, con el rubro: "AGRAVIOS INOPERANTES. LO SON AQUELLOS QUE SE SUSTENTAN EN PREMISAS FALSAS."

Esta tesis se publicó el viernes 16 de enero de 2015 a las 09:00 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 19 de enero de 2015, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

Ahora bien, en cuanto a sus argumentos tendentes a precisar que él no fue quien autorizó el pago de las liquidaciones sino que ello se dio en la sesión extraordinaria de la Junta Directiva del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia, punto seis del orden del día y del desgloce de las cantidades se desprende que otras cuatro personas actuaron en su elaboración por lo cual con su visto bueno no puede considerarse participe del concepto de pagos realizados, lo cual en su caso se traduce en una obediencia fundada, esta Sala Unitaria estima que el mismo resulta infundado con base en lo siguiente:
En las actas de sesión de la Junta Directiva se desprende que fueron aprobadas por dicho órgano supremo de decisión del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia en el Estado, y en particular de la correspondiente a la sesión extraordinaria de 24 de septiembre de 2015, se advierte en lo sustancial como alude el impetrante, que el referido órgano colegiado fue quien tomó el acuerdo de liquidar a diversos trabajadores del DIF Estatal y autorizó la realización del pago de finiquito correspondiente, en los términos siguientes:

“SEXTO

Como siguiente punto de la Orden del Día, la Lic. ***** ******* ******** ********,, Directora General y Secretaria Técnica de la Junta Directiva del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del Estado, ha solicitado el uso de la voz, por lo que se le otorga en este momento:

A continuación se solicita a los integrantes de la Junta Directiva del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del Estado aprobar se de(sic) de baja al personal de Confianza de esta Institución que se relaciona en el anexo y se les indemnice ante la Junta Estatal de Conciliación y Arbitraje conforme a la Ley Federal de Trabajo hasta el 25 de Septiembre de 2015, fecha que se estableció por la Contraloría General como la entrega a recepción formal de la Administración. (VER ANEXO)
Acto continuo, la Lic. ***** ******* ******** ********,, Directora General y Secretaria Técnica de la Junta Directiva, somete a la consideración de los miembros de la Junta Directiva lo anterior, el cual después de ser analizado y una vez emitido el voto respectivo, se aprueba por unanimidad de votos la baja del personal de Confianza, así como la indemnización conforme a la ley ante la Junta Estatal de Conciliación y Arbitraje el día 25 de Septiembre de 2015.

…

OCTAVO

En el desahogo de este punto, Lic. ***** ******* ******** ********,, Directora General y Secretaria Técnica de la Junta Directiva del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del Estado procede a dar lectura de la presente acta de la Sesión Extraordinaria.

Concluida que fue la misma y no habiendo objeción por parte de los integrantes de ésta Junta Directiva, se procede a su firma.

…

PRESIDENTA



(Nombre y rúbrica)

SECRETARIA TÉCNICA

(rúbrica)

LIC. ***** ******* ******** ********,





DIRECTORA GENERAL

VOCAL



(rúbrica)

(Nombre)






DIRECTOR ADMINISTRATIVO

VOCAL



(rúbrica)

(Nombre)

ENCARGADO DE LA DIRECCIÓN DE PLANEACIÓN, PRESUPUESTO Y DESARROLLO

VOCAL



(rúbrica)

(Nombre)

DIRECTOR DE GESTIÓN Y PARTICIPACIÓN SOCIAL

VOCAL



(rúbrica)

(Nombre)

DIRECTOR DE INTEGRACIÓN SOCIAL DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD

VOCAL



(rúbrica)

(Nombre)

ENCARGADO DE LA DIRECCIÓN DE DESARROLLO COMUNITARIO Y ASISTENCIA ALIMENTARIA

VOCAL



(rúbrica)

(Nombre)

DIRECCIÓN DE ASUNTOS JURÍDICOS

VOCAL



(rúbrica)

(Nombre)

DIRECTOR DE INFANCIA Y FAMILIA

VOCAL



(rúbrica)

(Nombre)

ENCARGADA DE LA DIRECCIÓN DE RELACIONES PÚBLICAS Y DIFUSIÓN

VOCAL



(rúbrica)

(Nombre)

ENCARGADO DE LA PROCURADURÍA DE LA DEFENSA DEL MENOR, LA MUJER, LA FAMILIA Y ADULTO MAYOR

VOCAL



(rúbrica)

(Nombre)

CONTRALOR INTERNO”

(Énfasis añadido)

De lo expuesto en el acta en cuestión resulta evidente que la autorización de pagos fue establecida para ser realizada conforme a la Ley Federal del Trabajo, asimismo se advierte de dicha acta que fue autorizada la baja del personal de confianza en ella referido y la integración de la indemnización respectiva, es decir el desgloce de pagos que a cada trabajador correspondería y dentro de las que se estableció las prestaciones laborales consistentes en: prima de antigüedad, veinte días por año de servicio e indemnización constitucional.
Enseguida, respecto a lo que manifiesta que se le vinculaba a respetar los acuerdos de la citada Junta Directiva, y que conforme a lo dispuesto en el artículo 3° del reglamento interior del sistema y conforme a lo señalado a fojas 72 y 73 de la resolución impugnada en que la propia autoridad indica que el nivel de jerarquía de la Directora General provoca que en realidad ella sea la exclusivamente responsable; aunado a que la denominada “obediencia jerárquica” u “obediencia debida”, puede constituir una eximente de responsabilidad administrativa para los servidores públicos, al impedir que se materialice la antijuridicidad de la conducta infractora, en tanto que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha considerado que la sanción administrativa guarda una similitud fundamental con la penal, pues las dos tienen lugar como reacción frente a lo antijurídico y, por ende, ambas son manifestaciones de la potestad punitiva del Estado; por ello, en la interpretación de los principios del derecho administrativo sancionador puede acudirse, de manera prudente, a los principios penales sustantivos, para valorar la aplicación de sanciones derivadas de la comisión de una responsabilidad administrativa, y en estas condiciones, si en materia penal, atento a la teoría del delito, es posible que aun cuando la conducta tipificada se materialice, si existe alguna causa de justificación, no puede decirse que sea antijurídica, en cuyo caso, no se configurará el delito, y por ende, en materia de responsabilidades administrativas de los servidores públicos debe tenerse como una de las causas por las que no se materializa la antijuridicidad de la conducta infractora, el que ésta derive de la obediencia jerárquica.

También es cierto, que en el procedimiento administrativo disciplinario fincado a servidores públicos, para que opere la obediencia jerárquica, como un aspecto negativo de la responsabilidad, no basta que la inculpabilidad del inferior deba estar condicionada a la existencia de una relación de dependencia jerárquica entre el superior que dictó la orden ilegal y el inferior que la ejecutó, así como que el acto ordenado deba corresponder a los respectivos ámbitos de competencia del superior al inferior y que la orden deba estar revestida de todos los requisitos formales previstos en la ley; sino como lo ha definido la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, además se requiere que la multicitada obediencia sea legitima, es decir, que la obediencia pasiva sea prestada, precisamente a un superior legítimo en el orden jerárquico, y que no sea notorio que el mandato constituya delito o que se pruebe que el acusado no lo conocía, pues un acto por el cual el obligado incurriese en delito, no puede estar jamás comprendido en la obligación de servir, en virtud de que ésta última tiene sus límites en la Ley.
Sirven de apoyo a lo anterior, las tesis de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuyos rubros, contenidos y datos de localización, son los siguientes:

Época: Sexta Época 

Registro: 260350 

Instancia: Primera Sala 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 

Volumen LVIII, Segunda Parte 

Materia(s): Penal 

Tesis: 

Página: 53 

“OBEDIENCIA PASIVA, EXCLUYENTE DE, CUANDO ES A UN SUPERIOR LEGITIMO, EN EL ORDEN JERARQUICO. Si en un caso, los quejosos se limitaron a dar cumplimiento a un acuerdo de la asamblea general de su sindicato y tal circunstancia, la de haber asumido una actitud pasiva, la aducen como causa de justificación relativa a la obediencia jurídica que prevé la fracción XVII del artículo 15 del código represivo federal, ello no implica que opere la excluyente esgrimida, pues se requiere que la obediencia sea legítima, esto es, que la obediencia pasiva sea a un superior legítimo, en el orden jerárquico. En otros términos, son supuestos de la exculpante, que la obediencia pasiva sea prestada, precisamente a un superior legítimo en el orden jerárquico, que no sea notorio que el mandato constituya delito o que se pruebe que el acusado no lo conocía.”

Amparo directo 3365/61. David Ortiz Martínez y coagraviados. 5 de abril de 1962. Cinco votos. Ponente: Agustín Mercado Alarcón.

Época: Séptima Época 

Registro: 234296 

Instancia: Primera Sala 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 

Volumen 175-180, Segunda Parte 

Materia(s): Penal 

Tesis: 

Página: 51 

“CHEQUES SIN FONDOS. OBEDIENCIA JERARQUICA INOPERANTE. Si por órdenes de su superior, el inculpado libró un cheque a nombre de la empresa en que prestaban ambos sus servicios, el cual resultó sin fondos, no opera sin embargo la excluyente de obediencia jerárquica, aun cuando existiera una relación de subordinación, pues el dicho inculpado no estaba obligado a suscribir ningún documento, sin cerciorarse previamente de que lo hacía en forma correcta, esto es, sin estar seguro antes de que los cheques que firmaba tuvieran el respaldo de fondos suficientes.”

Amparo directo 616/83. Enrique Romero Florez. 28 de noviembre de 1983. Cinco votos. Ponente: Francisco Pavón Vasconcelos.

Época: Séptima Época 

Registro: 234952 

Instancia: Primera Sala 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 

Volumen 121-126, Segunda Parte 

Materia(s): Penal 

Tesis: 

Página: 113 

“OBEDIENCIA JERARQUICA, EXCLUYENTE DE, NO CONFIGURADA (CODIGO DE JUSTICIA MILITAR). Para que la obediencia jerárquica opere como excluyente en los términos del artículo 119, fracción VI, del Código de Justicia Militar, se necesita que la orden del superior legítima dirigida al subordinado que obedece su mandato, la realice éste sin percatarse de que tal orden constituye un delito; pero si tratándose del delito de abandono de servicio (artículo 310 del mismo ordenamiento), no solamente el inculpado se percató de que cometía una infracción penal al abandonar el puesto, sino que inclusive sugirió extender el abandono, esta conducta en su integridad a todas luces demuestra que dicho inculpado obraba con pleno conocimiento de que sus actos eran ilegales, por lo que la supuesta obediencia no puede configurar la excluyente de responsabilidad.”

Amparo directo 4472/78. Sergio José Moisés Lima Martínez. 4 de junio de 1979. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Raúl Cuevas Mantecón.

Véase: Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1975, Segunda Parte, Primera Sala, tesis 201 y sus relacionadas, página 417.

Época: Sexta Época 

Registro: 260243 

Instancia: Primera Sala 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 

Volumen LX, Segunda Parte 

Materia(s): Penal 

Tesis: 

Página: 35 

“OBEDIENCIA JERARQUICA, LIMITES DE LA. El deber de obedecer tiene su límite en la ley penal; de manera que, un acto por el cual el obligado incurriese en delito, no puede estar jamás comprendido en la obligación de servir; por tanto, no es posible una orden jerárquica de tal contenido.”

Amparo directo 5963/61. Alfonso Hernández Martínez y coagraviados. 14 de junio de 1962. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Agustín Mercado Alarcón.

Época: Sexta Época 

Registro: 261035 

Instancia: Primera Sala 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 

Volumen XLV, Segunda Parte 

Materia(s): Penal 

Tesis: 

Página: 57 

“OBEDIENCIA JERARQUICA, REQUISITOS. Para que la obediencia constituya una causa de justificación deben concurrir las circunstancias siguientes: que exista una relación jerárquica entre el superior y el subordinado; que la orden se refiera a las relaciones habituales del servicio entre uno y otro funcionarios; que el superior obre dentro del límite de sus atribuciones oficiales, y que la orden reúna los requisitos externos de legalidad determinados por las leyes.”

Amparo directo 5562/56. Miguel Claudio Padilla Camargo y coagraviado. 2 de marzo de 1961. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Manuel Rivera Silva.

Época: Sexta Época 

Registro: 802844 

Instancia: Primera Sala 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 

Volumen VI, Segunda Parte 

Materia(s): Penal 

Tesis: 

Página: 45 

“OBEDIENCIA JERARQUICA COMO EXCLUYENTE. Aun en el supuesto de que efectivamente el superior del reo le hubiera ordenado realizar el delito, no necesariamente quedaría integrada la excluyente de obediencia jerárquica, porque sería indispensable la demostración de que la conducta ordenada no fue notoriamente delictuosa.”

Amparo directo 4790/56. Román Vázquez Flores. 3 de diciembre de 1957. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Rodolfo Chávez S.

Bajo esa tesitura, no puede ser eximente de responsabilidad administrativa, el simple ejercicio de una facultad, como lo es la contenida en el artículo 18 fracciones XXII, XXV y XXVI, del Reglamento Interior del Sistema en relación con lo dispuesto en el diverso artículo 56 de la Ley de Responsabilidades de mérito porque en su caso no obedecer disposiciones legales implica una causa de responsabilidad administrativa que lo habría hecho acreedor a una sanción, consistente en ejecutar los acuerdos y disposiciones de la multicitada Junta Directiva, como infundadamente hace valer el actora, máxime de ello que según su dicho era aplicable la fracción XVI Bis del citado dispositivo reglamentario pues en el caso los conceptos ya se encontraba autorizados por lo cual eran procedentes las prestaciones por las que se atribuye la conducta, a lo cual esta Sala estima que pensar de esa manera, tendería a la implantación de un sistema de sujeción ciega a las órdenes de los superiores, invitando a los subordinados a obedecer sin mayores reparos (sin considerar las consecuencias de sus conductas), provocando así, la impunidad de los colaboradores (cómplices o encubridores), ya que no existe participación ilegal en caso de actos justificados; incluso llevando al extremo esa pretendida obediencia jerárquica al efecto de desatender, como en la especie, obligaciones expresamente establecidas para todo servidor público, tal como lo es, la prevista por el artículo 56, fracción XVI Bis, inciso c) de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, consistente en: 

“ARTICULO 56. Todo servidor público tendrá las siguientes obligaciones, para salvaguardar la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deben ser observadas en el desempeño de su empleo, cargo o comisión, y cuyo incumplimiento será causa de responsabilidad administrativa, la que dará lugar al procedimiento y a las sanciones que correspondan:

…

XVI Bis. Atender las disposiciones que en materia de remuneraciones de los servidores públicos disponen los artículos, 115 fracción IV inciso c) párrafo penúltimo, y 127 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 133 de la Constitución Política del Estado. En los siguientes términos:

…

c) Evitar conceder o cubrir jubilaciones, pensiones o haberes de retiro, liquidaciones por servicios prestados, préstamos o créditos, sin que éstas se encuentren asignados por la ley, decreto legislativo, contrato colectivo o condiciones generales de trabajo. Estos conceptos no formarán parte de la remuneración. Y se excluyen los servicios de seguridad que requieran los servidores públicos por razón del cargo desempeñado.

(…)”

(Énfasis añadido)

De cuyo contenido, se deprende la obligación que todo servidor público de atender las disposiciones que en materia de remuneraciones de servidores públicos que disponen los artículos 115, fracción IV, inciso c), párrafo penúltimo, y 127 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como el diverso 133 de la Constitución Política del Estado, evitando conceder, entre otras, liquidaciones por servicios prestados sin que éstas se encuentren asignados por la Ley.

De esa manera, la obediencia jerárquica no es, per se, una causal de exculpación, sino que debe encuadrarse en una obediencia legitima (subordinación legitima), tan es así, que el propio legislador estableció como obligación de todo servidor público, entre otras, la contenida en el artículo 56, fracción VII de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, consistente en: “Observar respeto y subordinación legítimas con respecto a sus superiores jerárquicos inmediatos o mediatos, cumpliendo las disposiciones que éstos dicten en el ejercicio de sus atribuciones”, de cuyo contenido se colige que, en efecto, la simple obligación de servir no puede exculpar la conducta indebida de un servidor público, sino que dicha obediencia debe ser legítima, es decir, que la obediencia pasiva sea prestada, precisamente a un superior legítimo en el orden jerárquico, y que el subordinado al actuar crea equivocadamente que lo ordenado era legítimo, esto es, que el cumplimiento del mandato debe ser consecuencia de un error del inferior, que dadas las circunstancias resulte insuperable, lo cual en la especie la parte actora no acreditó. 

Ello es así, dado que el impetrante en todo momento tuvo conocimiento pleno de los conceptos por los cuales se liquidarían a los servidores públicos de confianza en cuestión, entre los que se incluían, los consistentes en: prima de antigüedad, veinte días por año de servicio e indemnización constitucional 
–siendo como ya se dilucidó en párrafos precedentes, dichas prestaciones no eran acordes al marco normativo laboral, sin que la impetrante demostrara lo contrario-, ya que como el propio actor lo manifiesta en su demanda, los miembros de la Junta Directiva del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia, acordaron por unanimidad de votos dar de baja al personal de confianza que se indicó en la sesión extraordinaria de 24 de septiembre de 2015, autorizando inclusive el desglose de pagos que a cada trabajador correspondería y que se exhibió como anexo a la referida acta, documental ésta última, de cuyo contenido incluso se desprende, que fue la Directora General del Sistema quien autorizó con su firma la propuesta de integración de las referidas prestaciones y el cálculo correspondiente sometido a consideración de dicho cuerpo colegiado (respecto de los catorce servidores públicos ahí señalados, incluida ella misma), para dar de baja al personal de confianza en los términos comentados, del cual dio su Visto Bueno el hoy impetrante, es decir, convalidó dicha propuesta no obstante debía concederse dicha liquidación conforme a la Ley Federal de Trabajo, lo cual como ya se dijo, no sucedió.
En ese tenor, es inconcuso, no solamente que el imputado ahora actor se percató de los indebidos conceptos indemnizatorios al dar el visto bueno de los mismos en el documento anexo a la multicitada acta extraordinaria, denominado “DEL PAGO DE LAS PARTES PROPORCIONALES, INDEMNIZACIÓN Y PRIMA DE ANTIGÜEDAD PERSONAL DE CONFIANZA”, sino que, conocía plenamente la integración de los multicitados conceptos por los cuales se indemnizaría a los servidores públicos en cuestión, por lo que la supuesta obediencia no puede configurar la excluyente de responsabilidad pretendida, pues estaba en posibilidad de saber si dicho actuar era o no erróneo, máxime que en la  sesión de donde pretende deducir que deriva su obediencia jerárquica en realidad se aprobó, que tal indemnización debía ser de conformidad con la Ley Federal de Trabajo; razón por la cual, el manifestado cumplimiento como aduce el impetrante, a lo ordenado en las “actas respectivas” de sesión, concretamente a la realizada el 24 de septiembre de 2015, de conformidad con sus facultades previstas en el artículo 18 del Reglamento Interior del Sistema, no le excluyen de la responsabilidad que se le imputa, consistente en realizar el pago en exceso de las prestaciones de mérito, tal como se advierte de las liquidaciones formuladas a favor de los servidores públicos de confianza (incluido el mismo): ***** ******* ******** ********,***** ******* ******** ********,***** ******* ******** ********,***** ******* ******** ********,***** ******* ******** ********,***** ******* ******** ********,***** ******* ******** ********,***** ******* ******** ********,***** ******* ******** ********,***** ******* ******** ********,***** ******* ******** ********,***** ******* ******** ********,***** ******* ******** ********,***** ******* ******** ********,***** ******* ******** ********,***** ******* ******** ********,, que obran agregadas en copia certificada entre las fojas 124 a la 195 del expediente administrativo del que deriva la resolución impugnada.

Así como se desprende de las pólizas de cheques por concepto de pago de “FINIQUITO”, respecto de los servidores públicos de confianza (incluida el hoy actor): ***** ******* ******** ********,***** ******* ******** ********,***** ******* ******** ********,***** ******* ******** ********,***** ******* ******** ********,***** ******* ******** ********,***** ******* ******** ********,***** ******* ******** ********,***** ******* ******** ********,***** ******* ******** ********, y que obran agregados de igual manera entre las fojas precisadas en el párrafo que antecede, respectivamente.

Documentales que adquieren valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que de conformidad con lo establecido en el artículo 91 del citado Código, se trata de documentos públicos emitidos por una autoridad en el ejercicio de sus atribuciones legales, además de que los mismos no fueron objetados por las partes; y de cuyo contenido se desprende, que el hoy actor en su carácter de Director de Administración del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia en el Estado, en ejercicio de sus facultades previstas en el mencionado artículo 18 fracción XXII realizó el pago mediante su firma en los oficios de solicitud de expedición de cheques con moto total a pagar por las citadas liquidaciones dentro de las que se contemplaban la integración de los referidos conceptos, consistentes en: prima de antigüedad, veinte días por año de servicio e indemnización constitucional (3 meses de sueldo), los cuales como ya se dijo, no resultaban procedentes al no apegarse a la normatividad laboral aplicable, pues tal como se aprobó debía sujetarse a dicha normatividad en la sesión extraordinaria de la Junta Directiva del citado organismo público descentralizado el 24 de septiembre de 2015, hecho que la parte actora no contradice en el presente juicio, así como gestionó con sus facultades la expedición de dichos cheques que se reflejan en las pólizas de cheque para su pago correspondiente; de ahí que incluso no le asista la razón al hoy impetrante en el sentido de que se le impuso una sanción con base en conductas ajenas y que se le responsabilizó por las decisiones que tomaron terceras personas integrantes del multicitado cuerpo colegiado, pues en términos de lo anteriormente expuesto, además de que se advierte la comisión de la conducta imputada con la realización de tales actos (visto bueno a los cálculos de liquidación y sus respectivas pólizas de cheques), no acredita la obediencia legitima como excluyente de responsabilidad administrativa, pues si bien es cierto, como ya se dijo, que en términos de las fracciones XXII, XXV y XXVI, del Reglamento Interior del Sistema, le asistía la facultad para ejecutar el pago de los acuerdos y disposiciones de la Junta Directiva del multicitado organismo público descentralizado y en su caso de su Directora General, también cierto lo es, que dicha atribución no es irrestricta, pues ésta se encuentra delimitada por la obligación que todo servidor público debe observar, prevista por el artículo 56, fracción XVI Bis, inciso c) de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, anteriormente transcrito. 

Lo anterior es así, pues se reitera, del precepto legal citado en último término, se establece la obligación de todo servidor público de atender las disposiciones que en materia de remuneraciones de servidores públicos disponen los artículos 115, fracción IV, inciso c), párrafo penúltimo, y 127 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como el diverso 133 de la Constitución Política del Estado, evitando conceder, entre otras, liquidaciones por servicios prestados sin que éstas se encuentren asignados por la Ley; aunado a que la impetrante no combate el sentido de la resolución impugnada consistente en que los conceptos de liquidación: prima de antigüedad, veinte días por año de servicio e indemnización constitucional (3 meses de sueldo), no resultaban procedentes para la liquidación realizada a los diecisiete servidores públicos del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del Estado de mérito; y como se explicó en líneas precedentes, tampoco se actualizó una “subordinación legítima”, como excluyente de responsabilidad administrativa, pues no existió un error insuperable por parte del hoy actor, en tanto que fue quien gestionó y concedió en su facultad de pago la expedición de cheques y sus pólizas conforme a la propuesta de indemnización en el anexo exhibido en la sesión extraordinaria de 24 de septiembre de 2015, en que únicamente se aprobó que tal liquidación debía realizarse de conformidad con la Ley Federal del Trabajo, razón por la cual estaba en posibilidad de saber si su actuar era o no erróneo, de conformidad con la normatividad laboral aplicable, incluso esto último como expresamente se determinó en la sesión extraordinaria en comento.

Máxime, si el subordinado como en la especie, se colige tiene facultad de revisión en razón de la ley, pues el obedecer órdenes si limita a que dicha obediencia no conlleve a realizar actos u omisiones que infrinjan disposiciones legales, consistente en la facultad del Director Administrativo del DIF Estatal, para “Pagar las liquidaciones del personal autorizadas por la Dirección General, así como las remuneraciones y prestaciones contractuales del personal al servicio del DIF Estatal, previa revisión de la Dirección de Asuntos Jurídicos”, por lo que al recibir la orden del superior en sentido contrario, ese hecho le da un conocimiento de la ilicitud de ésta; por ende, su actuación será ilegal no obstante ser el inferior, pues éste, al igual que el superior, están sometidos al orden jurídico, por lo que si aquél conoce la ilegitimidad del mandato deberá abstenerse de cumplirlo en acatamiento de la ley, que es de mayor jerarquía que el acto de voluntad de quien manda.

Sirve de apoyo a lo anterior, la tesis VI.3o.A.87 A, cuyo rubro, contenido y datos de localización, son los siguientes:

Época: Novena 

Registro: 186142 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo XVI, Agosto de 2002 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: VI.3o.A.87 A 

Página: 1374 

“RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA DE SERVIDORES PÚBLICOS. SUPUESTO EN EL QUE LA OBEDIENCIA JERÁRQUICA NO CONFIGURA UNA EXCLUYENTE. En el procedimiento administrativo disciplinario fincado a servidores públicos, la obediencia jerárquica, como un aspecto negativo de la responsabilidad, se integra de la siguiente manera: 1. La inculpabilidad del inferior debe estar condicionada a la existencia de una relación de dependencia jerárquica entre el superior que dictó la orden ilegal y el inferior que la ejecutó; 2. El acto ordenado debe corresponder a los respectivos ámbitos de competencia de superior a inferior, pues de lo contrario sería notoriamente ilegal y el subordinado no podría ampararse en el error; 3. La orden debe estar revestida de todos los requisitos formales previstos en la ley; y, 4. El cumplimiento del mandato debe ser consecuencia de un error del inferior, que dadas las circunstancias resulte insuperable. En estas condiciones, si el subordinado tiene poder de inspección en razón de la ley, al recibir la orden del superior en sentido contrario, ese hecho le da un conocimiento de la ilicitud de ésta; por ende, su actuación será ilegal no obstante ser el inferior, pues éste, al igual que el superior, están sometidos al orden jurídico, por lo que si aquél conoce la ilegitimidad del mandato deberá abstenerse de cumplirlo en acatamiento de la ley, que es de mayor jerarquía que el acto de voluntad de quien manda.”
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO.

Amparo en revisión 61/2002. Alfredo Jorge Arturo Toxqui Basave. 2 de mayo de 2002. Unanimidad de votos. Ponente: Manuel Rojas Fonseca. Secretario: Jorge Arturo Porras Gutiérrez.

En tales condiciones, contrario a lo manifestado por el actor, en su caso, no estaba necesariamente obligado a acatar la decisión tomada por la multicitada Junta Directiva en la sesión extraordinaria de fecha 24 de septiembre de 2015, ni en la de la Directora General dicho Sistema para realizar los pagos de liquidación de mérito, si estando en conocimiento pleno de los conceptos por los cuales se iba a indemnizar a diversos servidores públicos de confianza conforme a lo establecido en el anexo exhibido en dicha sesión -que incluso el mismo fue quien dio su visto bueno a la propuesta de cálculo-, entre otros, por los conceptos de prima de antigüedad, veinte días por año de servicio e indemnización constitucional, circunstancia ésta última que no fue controvertida por el impetrante, ni aun bajo el señalamiento bajo el cual considera que al no haberle indicado lo contrario la Dirección Jurídica del citado Organismo del Sistema esos pagos se consideraron válidos, pues resulta totalmente incorrecto como fue antes señalado que esa simple circunstancia implique o supere lo dispuesto en Ley, en ese sentido se estima que podía haberse negado fundadamente a obedecerla sin incurrir en responsabilidad alguna, pues frente al orden jurídico laboral aplicable y analizado en la resolución impugnada, su proceder en tal sentido hubiera sido perfectamente lícito y no hubiera dado lugar a infracción alguna. Y si acató la decisión a sabiendas de que debía realizarse dicha indemnización conforme a la Ley Federal de Trabajo, y realizó en sus facultades las liquidaciones anteriormente referidas, al producirse dichos pagos surge su culpabilidad en forma clara y manifiesta, sin que demuestre que el cumplimiento del mandato fue consecuencia de un error, y que dadas las circunstancias resultara insuperable, pues estaba plenamente consciente de los conceptos que integrarían las indemnizaciones en cuestión desde que se propuso la aprobación a los integrantes de la Junta Directiva, para dar de baja al personal de confianza que se relacionaba en el anexo en el que dio su visto bueno, soslayando que dichas liquidaciones debían ser conforme a la Ley Federal de Trabajo, tal como se acordó incluso en la referida sesión extraordinaria de 24 de septiembre de 2015, en esa razón, estaba en posibilidad de saber si dicho actuar era o no erróneo, es decir, si dentro de su facultad la realización del pago de las liquidaciones de mérito era apegada a la legislación laboral aplicable o no, siendo por ello su conducta típica, antijurídica y culpable; de ahí lo infundado de la pretensión del actor en estudio respecto a la excluyente de responsabilidad manifestada.

Sin que obste a las anteriores consideraciones el argumento del actor en que medularmente indicó que en diversa acta de sesión extraordinaria de cinco de enero de dos mil quince, se aprobó la presupuestación para el pago del finiquito y/o liquidaciones de ley, que incluyen los conceptos pagados, lo cual resulta totalmente erróneo e incorrecto en su percepción, dado que de un simple análisis a dicha actuación en ningún punto de la misma se desprende que la decisión de que los ahorros de los recursos del capítulo 1000, fueran transferidos para cubrir el pago de indemnizaciones y/o liquidaciones que correspondiera no guarda relación directa ni establece que efectivamente esa transferencia fuere realizada en específico para cada uno de los pagos por los cuales se atribuye la conducta sancionada al hoy actor, de ahí lo inoperante de su argumento.
Es aplicable en la especie a lo anterior, la Jurisprudencia 2a./J. 108/2012 (10a.), cuyo rubro, contenido y datos de localización son los siguientes:

Época: Décima 

Registro: 2001825 

Instancia: Segunda Sala 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Libro XIII, Octubre de 2012, Tomo 3 

Materia(s): Común 

Tesis: 2a./J. 108/2012 (10a.) 

Página: 1326 

“AGRAVIOS INOPERANTES. LO SON AQUELLOS QUE SE SUSTENTAN EN PREMISAS FALSAS. Los agravios cuya construcción parte de premisas falsas son inoperantes, ya que a ningún fin práctico conduciría su análisis y calificación, pues al partir de una suposición que no resultó verdadera, su conclusión resulta ineficaz para obtener la revocación de la sentencia recurrida.”
Tesis de jurisprudencia 108/2012 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del veintinueve de agosto de dos mil doce.

Por otro lado, en la parte final del primer concepto de impugnación aduce el actor que la multa impuesta carece de una debida fundamentación y motivación al no considerar el sueldo entre uno y otro de los ex servidores públicos sancionados, pues su sueldo era inferior al de la Directora General de Sistema, aunado a que ello implicaba subordinación a ésta última, lo cual la torna inequitativa.

Asimismo en relación con dichos argumentos que controvierten en forma la emisión de la resolución impugnada, en su segundo concepto de impugnación el actor alega medularmente que la sanción impuesta carece de los requisitos legales de debida fundamentación y motivación, en razón de que no se razonó lo excesivo de dicha multa, y en virtud de que la misma no observó que debió imponerse en función de las características individuales del infractor, lo cual no fue tomado en cuenta al imponer la sanción.
Argumento que la autoridad demandada al contestar la ampliación a la demanda, sostuvo que no le asiste la razón al actor en virtud de que en la resolución quedaron cumplidos los requisitos establecidos en la Ley de Responsabilidades.
Una vez analizadas las constancias de autos y los argumentos de las partes, a juicio de esta Sala Unitaria los planteados por el actor resultan fundados y suficientes para declarar la nulidad de la resolución impugnada, con base en las siguientes consideraciones:

El artículo 78 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, establece:

“ARTICULO 78. Cuando por el incumplimiento de las obligaciones establecidas en el artículo 56 de esta Ley, se produzcan beneficios o lucro, o se causen daños o perjuicios, la multa podrá ser de hasta tres tantos de los beneficios o lucro obtenidos, o de los daños o perjuicios causados. En ningún caso la multa que se imponga en términos de este párrafo podrá ser menor o igual al monto de los beneficios o lucro obtenidos, o de los daños o perjuicios causados.

En los casos en que no se produzcan beneficios o lucro, o no se causen daños o perjuicios, la multa será de sesenta a trescientos días de salario mínimo vigente en el Estado.

El monto de las multas que se impongan con base en esta Ley se actualizarán, para efectos de su pago, en la forma y términos que establece el Código Fiscal del Estado y Municipios de San Luis Potosí, tratándose de contribuciones y aprovechamientos.”

Conforme a lo establecido en el artículo anteriormente transcrito se desprende que cuando por el incumplimiento de las obligaciones establecidas en el artículo 56 de la citada Ley, se produzcan beneficios o lucro, o se causan daños o perjuicios, la multa podrá ser de hasta tres tantos de los beneficios obtenidos o lucro obtenido, o de los daños o perjuicios causados.
En ese orden, de lo dispuesto en las páginas 91 a 93 de la resolución impugnada se advierte que la autoridad demandada al decidir imponer la multa al hoy actor sostuvo lo siguiente:

“IMÁGENES DIGITALIZADAS”
De la parte de la resolución impugnada antes reproducida, se desprende que la autoridad demandada estableció que conforme a lo dispuesto en el artículo 75 fracción III de la multicitada Ley de Responsabilidades, que correspondía imponer a cargo del hoy actor una multa por haber obtenido beneficio económico personal y un daño y perjuicio al patrimonio del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia en el Estado, el cual ascendía a la cantidad de $1´771,843.48 (un millón setecientos setenta y siete mil ochocientos cuarenta y tres pesos 48/100 M.N.), el cual debe ser reparado por los implicados, los cuales son dos personas con igual grado de responsabilidad, y por lo cual la cantidad se dividió en dos partes iguales dando como resultado la cantidad de $885,921.74 (ochocientos ochenta y cinco mil novecientos veintiún pesos 74/100 M.N), la cual elevaba en tres veces su valor de conformidad con lo dispuesto en el primer párrafo del artículo 78 de la Ley de Responsabilidades de mérito, dando por cantidad el monto de $2´657,765.22 (dos millones seiscientos cincuenta y siete mil setecientos sesenta y cinco pesos 22/100 M.N.).

En esas consideraciones, es necesario precisar que todas las autoridades tienen la obligación de fundar y motivar los actos de molestia que afecten la esfera jurídica de los particulares en términos del artículo 16, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
.

Asimismo, los artículos 164, fracción V, 165, II, y 167, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
, son categóricos en señalar que es un elemento y requisito del acto administrativo el estar adecuadamente fundado y motivado; y que en caso de que se omitiera o fuera irregular lo anterior, producirá la nulidad del acto administrativo. 
En ese sentido, las autoridades están obligadas a plasmar en sus resoluciones, la correspondiente relación e ilación lógica de las razones especiales o causas inmediatas por las cuales arriban a su conclusión.

Es por ello, que al señalar el artículo 16, constitucional que todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresar con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que deben señalarse, también con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; implica también que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas.

Por tanto, a fin de cumplir con los derechos fundamentales de legalidad y seguridad jurídica en sus resoluciones, las autoridades deben citar los preceptos legales aplicables al caso, así como precisar de forma congruente todas aquellas circunstancias especiales, razones particulares o causas en forma pormenorizada, que se hayan tenido en consideración para tener por acreditados dichos extremos. 

Tales exigencias tienen como propósito evidente que en todo acto de autoridad, el afectado conozca la esencia de los argumentos legales y de hecho en que se apoyó la autoridad, de manera que quede plenamente capacitado para rendir prueba en contrario de los hechos aducidos por la autoridad, y para alegar en contra de su argumentación jurídica. 

Sirve de apoyo a lo anterior el criterio sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicado en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Tomo 64, Abril de 1993, Tesis VI.2º. J/248, Página 43, Octava Época, el cual a la letra dice lo siguiente:

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.- SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.” 

De igual manera, refuerza lo anterior los siguientes criterios cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

Séptima Época

Registro: 238369

Instancia: Segunda Sala

Tesis aislada

Fuente: Semanario Judicial de la Federación

Volumen: 80, Tercera Parte

Materias: administrativa y común 

Página: 36

"FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS MANDAMIENTOS DE LA AUTORIDAD. ARTÍCULO 16 CONSTITUCIONAL. Por fundar debe entenderse la expresión de los fundamentos legales o de derecho del acto reclamado; en consecuencia, una resolución reclamada no queda debidamente fundada si no contiene la expresión de ningún fundamento legal o de derecho. Por motivar debe entenderse el señalamiento de las causas materiales o de derecho que hayan dado lugar al acto reclamado, sin que pueda admitirse que la motivación consista en la expresión general y abstracta: ‘por razones de interés público’, ya que la mencionada expresión no señala en principio las causas materiales o de hecho que hubieran dado lugar al acto reclamado."

Séptima Época

Registro: 238212

Instancia: Segunda Sala

Jurisprudencia

Fuente: Semanario Judicial de la Federación

Volúmenes: 97-102, Tercera Parte

Materia: común

Página: 143

Genealogía: Informe 1970, Segunda Parte, Segunda Sala, página 100.

Informe 1977, Segunda Parte, Segunda Sala, tesis 72, página 77.

Informe 1978, Segunda Parte, Segunda Sala, tesis 3, página 7.

Apéndice 1917-1985, Tercera Parte, Segunda Sala, tesis 373, página 636.

Apéndice 1917-1995, Tomo III, Primera Parte, tesis 73, página 52.

Apéndice 1917-1995, Tomo VI, Primera Parte, tesis 260, página 175.

"FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. De acuerdo con el artículo 16 de la Constitución Federal, todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que también deben señalarse, con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; siendo necesario, además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas."

El Pleno de este Alto Tribunal en la controversia constitucional 4/2005, resuelta por unanimidad de diez votos de los señores Ministros Sergio Salvador Aguirre Anguiano, José Ramón Cossío Díaz, Margarita Beatriz Luna Ramos, Juan Díaz Romero, Genaro David Góngora Pimentel, Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, Sergio A. Valls Hernández,

Olga Sánchez Cordero de García Villegas, Juan N. Silva Meza y presidente Mariano Azuela Güitrón. Fue ponente en este asunto el señor Ministro José Ramón Cossío Díaz. Ausente el señor Ministro José de Jesús Gudiño Pelayo, por estar cumpliendo con una comisión de carácter oficial.”

Ahora bien, establecido lo anterior esta Sala Unitaria estima evidente que en la resolución impugnada la autoridad demandada omitió justificar de forma pormenorizada porque decidió imponer los tres tantos a que se refiere el artículo 78 de la Ley de Responsabilidades, incurriendo con ello en una ilegalidad al emitir la resolución correspondiente que amerita, en razón de que no fue desvirtuada la conducta imputada, se declare la nulidad de la misma para el efecto de que la autoridad justifique de manera debidamente fundada y motivada porque decidió imponer los tres tantos de multa referidos en el artículo 78 de la Ley de Responsabilidades.
Lo anterior en razón de que, si bien lo dispuesto en el artículo 78, únicamente establece que cuando por el incumplimiento de las obligaciones establecidas en el artículo 56 de la Ley, se produzcan beneficios o lucro, o se causen daños o perjuicios, la multa podrá ser de hasta tres tantos de los beneficios o lucro obtenidos, o de los daños o perjuicios causados, lo cual brinda la facultad a discreción a la autoridad sancionadora a determinar la multa hasta en tres tantos, ello no implica que no deba justificarse de manera debidamente motivada la decisión de imponer la máxima imposición de la sanción prevista en dicho numeral, en virtud de que ello constituye una obligación legal y constitucional en todos los casos, según fue expuesto con anterioridad.

De ahí que se considere ilegal el actuar de la demandada al establecer que la multa impuesta constituye tres tantos del beneficio y daño causado pues para establecerlo así debió dar sus debidas justificaciones para que el particular hoy demandante estuviera en posibilidad de controvertirla en su fundamentación y motivación teniendo certeza de la situación jurídica establecida por la demandada a su cargo, lo cual en el caso es evidente que no aconteció.
Aunado a lo anterior, debe precisarse que si bien las consideraciones por las cuales se determinó que la conducta imputada al hoy actor actualizó su responsabilidad, en relación con lo antes resuelto y en íntima relación al advertirse que conforme al multicitado artículo 78, la multa se establecerá considerando el beneficio o lucro y además la daños o perjuicios, sin embargo, en dicha resolución la autoridad estableció de manera genérica, no obstante haber indicado que el hoy actor y la diversa responsable obtuvieron un beneficio económico propio, dividir la cuantía total sumando los beneficios económicos propios de los implicados y el daño ocasionado.

Lo anterior, a juicio de esta Sala deviene incorrecto ya que se considera que para determinar efectivamente el monto de la multa impuesta debió aislar el monto que adujo constituyó el beneficio económico del ahora actor, con el de la diversa implicada y el monto restante considerarlo en conjunto para determinar efectivamente el monto de la sanción de multa, lo anterior en razón de las propias alegaciones del accionante al señalar que la autoridad demandada no tomó en consideración para determinar la multa sus condiciones económicas relativas a las percepciones que obtenía.
Por las anotadas consideraciones se estima que la resolución impugnada infringe lo dispuesto en el artículo 250 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado, por lo que procede declarar la NULIDAD parcial de la resolución impugnada, consistente en la resolución sancionadora de veintinueve de abril de dos mil diecinueve, dictada en los autos del procedimiento de responsabilidad administrativa número PRA/CI/DIF/001/16, del índice del Órgano Interno de Control  del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia en el Estado, al haberse emitido sin la debida fundamentación y motivación exigida por el artículo 16 de la Constitución Federal, en relación con el diverso 164, fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 
En consecuencia al declarar la NULIDAD parcial de la referida resolución, en términos del artículo 251 del propio Código Procesal dejándose sin efecto legal alguno, y según lo dispone el artículo 252 del citado ordenamiento procesal, como restitución del derecho violado a la actora se ordena a la citada autoridad emita una nueva resolución en la que reitere las consideraciones que quedaron intocadas y con libertad de jurisdicción resuelva de manera debidamente fundada y motivada con base en los lineamientos establecidos en la parte final del presente considerando imponer la sanción que corresponde al hoy actor.
OCTAVO.- Ahora bien, por lo que hace al diverso acto impugnado consistente en el mandamiento de ejecución impugnado, que es consecuencia directa de la resolución sancionadora impugnada, esta Sala estima que el mismo resulta ilegal al derivar de actos viciados de ilegalidad, como lo es la resolución sancionadora declarada nula previamente, por lo que procede declarar su nulidad lisa y llana.

Sirve de apoyo a esta consideración, la siguiente Jurisprudencia: 

“FRUTOS DE ACTOS VICIADOS.- Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darle valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechados por quienes las realizan, y por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal”.

En mérito de lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 217, 228 fracción IX, 229 fracción VIII, 248, 249, 250 fracción II, 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria es competente para conocer el presente juicio.
SEGUNDO.- Resultó fundada la causal de improcedencia y sobreseimiento invocada por esta Sala, por lo tanto, con fundamento en lo dispuesto en la fracción XI del artículo 228 en relación con lo dispuesto en la fracción VIII del artículo 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se sobresee de oficio el presente juicio respecto de la Contraloría General del Estado.

TERCERO.- La parte actora probó parcialmente los extremos de su acción, en consecuencia:
CUARTO.- Se declara la Ilegalidad e Invalidez de la resolución administrativa emitida el veintinueve de abril de dos mil diecinueve en los autos del expediente PARA/CI/DIF/001/2016, y en consecuencia se declara su NULIDAD parcial dejándose sin efecto legal alguno y para los efectos señalados en la parte final del Considerando Séptimo de la presente Sentencia.
QUINTO.- Se declara la NULIDAD TOTAL del mandamiento de ejecución impugnado y sus consecuencias, en razón de derivar de actos viciados de ilegalidad, conforme a lo expuesto en el último considerando de la presente sentencia.
SEXTO.- Notifíquese de manera personal a la parte actora y a través de buzón electrónico a las autoridades demandadas.
Así lo resolvió y firma, la Magistrada a cargo de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, licenciada Heidy Yazbe Ruiz Alvarado, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano, que autoriza y da fe.- 
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
� “Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. En los juicios y procedimientos seguidos en forma de juicio en los que se establezca como regla la oralidad, bastará con que quede constancia de ellos en cualquier medio que dé certeza de su contenido y del cumplimiento de lo previsto en este párrafo.


…”


� “ARTÍCULO 164. Son elementos del acto administrativo:


…


V. Estar fundado y motivado;


…


ARTÍCULO 165. Son requisitos del acto administrativo:


…


II. Que se encuentre adecuadamente fundado y motivado;


…


ARTÍCULO 167. La omisión o irregularidad de cualquiera de los elementos establecidos en el artículo 164 del presente Código, producirá la nulidad del acto administrativo, la cual será declarada, de oficio o a petición de parte, por el superior jerárquico de la autoridad que lo haya emitido, salvo que el acto provenga del titular de una dependencia, en cuyo caso la nulidad será declarada por él mismo.”


� Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, publicada en el Informe de Labores del año de 1979, rendido por el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, páginas 39 y 40.





